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La discapacidad fue reconocida por primera vez como motivo discriminatorio por el 
Tratado de Ámsterdam en 1997. En concreto, en el artículo 13 TCE se establecían 
nuevas causas de discriminación prohibidas con tal de garantizar el principio de 
igualdad de trato y no discriminación y que no fueron previstas inicialmente en los 
Tratados constitutivos de la Comunidad Europea. Por ello, dicho Tratado europeo fue el 
primero que tuvo un enfoque hacía los derechos humanos. 
En este contexto fue motivo de desarrollo, entre otras, la Directiva 2000/78/CE 
relativa al establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en el empleo y 
la ocupación que prohíbe la discriminación por varios motivos, entre ellos la 
discapacidad.   
Por otra parte, a través de la jurisprudencia del TJUE de esta última década, el 
concepto de discapacidad como causa de discriminación ha evolucionado hacia una 
visión expansiva del mismo. 
Palabras clave: discapacidad, causa de discriminación, visión expansiva, igualdad 
de trato y no discriminación, derechos humanos. 
 
Disability was first recognized as a discriminatory ground by the Treaty of 
Amsterdam in 1997. Specifically, Article 13 ECT provided for new prohibited grounds 
of discrimination in order to ensure the principle of equal treatment and non-
discrimination and which were not originally provided for in the Treaties establishing 
the European Community. Therefore, the European Treaty was the first that had a focus 
on human rights. 
In this context, Directive 2000/78/EC on the establishment of a general framework 
for equal treatment in employment and occupation, which prohibits discrimination on 
various grounds, including disability, was developed. 
On the other hand, through the jurisprudence of the CJEU of the last decade, the 
concept of disability as a cause of discrimination has evolved towards an expansive 
vision of it. 
Key words: Disability, cause of discrimination, expansive vision, equal treatment 
and non-discrimination, human rights.  
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2. LA IGUALDAD DE TRATO EN LA UNIÓN EUROPEA 
2.1. Origen y evolución 
El principio general de igualdad de trato y de no discriminación es un principio 
fundamental recogido en el Derecho de la Unión Europea (en adelante, DUE) cuyo 
respeto está garantizado en todo el territorio europeo por el Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea (en adelante, TJUE) debido a que la función principal de esta 
institución, clave dentro del sistema institucional europeo, es garantizar que la 
legislación europea se interprete, se aplique y se cumpla por igual en cada uno de los 
Estados miembros e instituciones europeas. 
La legislación europea en materia de igualdad de trato y no discriminación establece 
que todas las personas puedan acceder de manera equitativa y justa a las oportunidades 
que presenta la sociedad en su conjunto, es decir, que las personas que se encuentren en 
situaciones parecidas reciban el mismo trato, no siendo éste menos favorable respecto 
del resto por el hecho de poseer una determinada característica. Por lo tanto, este 
principio exige que no se traten de manera desigual situaciones que son comparables 
entre sí y que situaciones diferentes entre sí no sean tratadas de igual forma, con la 
excepción de que el trato esté objetivamente justificado. 
A continuación, haciendo referencia al principio de igualdad de trato y no 
discriminación, hablaré acerca del origen y evolución de dicho principio en el marco 
europeo. Antes de ello, cabe precisar que este principio fundamental tiene una doble vía 
de aparición en el Derecho europeo. Por una parte, a través del derecho originario 
establecido en los tratados y, por otra parte, a través del derecho derivado de las 
directivas que desarrollan el contenido de los tratados. 
Respecto al origen, el Tratado constitutivo de la Comunidad Económica Europea (en 
adelante, TCEE), firmado en Roma el 25 de marzo de 1957 y en vigor desde el 1 de 
enero de 1958, a pesar de tener como objetivo principal un inminente interés por la 
integración económica, creando un mercado común basado en la libre circulación de 
personas, mercancías, servicios y capitales con el fin de conseguir el crecimiento 
económico a través del comercio, introdujo dos disposiciones que hacían referencia a la 
igualdad de trato y no discriminación, aunque no se contemplara un catálogo de 
derechos y libertades fundamentales de la persona en el ámbito comunitario. En 
concreto, el artículo 12 TCEE, relativo a la prohibición de la discriminación por razón 
de la nacionalidad, y el artículo 119 TCEE, haciendo referencia a la igualdad salarial 
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entre hombres y mujeres por razones meramente económicas en un escenario de libre 
competencia1.  
Conforme pasaban los años, y a pesar de que ninguno de los tratados constitutivos2 
contenía ninguna disposición referente a los derechos humanos porque no se pensó que 
una normativa de naturaleza económica pudiera contradecir derechos fundamentales, 
dicho reconocimiento de derechos se realizó de manera progresiva por el Tribunal de 
Justicia de las Comunidades Europeas (en adelante, TJCE) a través de su jurisprudencia. 
En concreto, cabe señalar que a raíz del caso Defrenne, dicho Tribunal, a través de su 
labor interpretativa, acabaría con la laguna de los tratados constitutivos respecto de los 
derechos humanos ya que estimó que el artículo 119 TCEE era una norma precisa que 
se imponía a las acciones de las autoridades públicas y a todos los convenios que 
tuvieran como fin establecer de manera colectiva el trabajo asalariado y los contratos 
entre particulares3. Por lo tanto, el precepto 119 tenía efectos directos, generando un 
derecho a una retribución igual por un mismo trabajo, siendo invocado y exigido tanto 
en las relaciones horizontales, es decir, entre particulares, como en las relaciones 
verticales entre administraciones y particulares. En definitiva, la sentencia de 1976 
supuso pronunciarse a favor de un principio general de igualdad de trato entre hombres 
y mujeres en todo el territorio europeo donde eran de aplicación los tratados, de manera 
que los órganos jurisdiccionales nacionales deberían proteger los derechos atribuidos en 
el precepto frente a discriminaciones que pudieran establecerse tanto en disposiciones 
legislativas, convenios colectivos o contratos de trabajo4. 
Después de 1976, la UE se fue dotando de herramientas legislativas contra la 
discriminación de género respecto a la remuneración laboral, las condiciones del trabajo 
y la seguridad social. No obstante, era necesario combatir contra otros tipos de 
discriminación distintos del género. Por ello, un momento importante respecto al 
establecimiento del principio de igualdad de trato y no discriminación como una de las 
                                               
1 El artículo 12 dice lo siguiente: “En el ámbito de aplicación del presente Tratado, y sin perjuicio de las 
disposiciones particulares previstas en el mismo, se prohibirá toda discriminación por razón de la 
nacionalidad. El Consejo, con arreglo al procedimiento previsto en el artículo 251, podrá establecer la 
regulación necesaria para prohibir dichas discriminaciones”. 
El artículo 119 establecía: “cada Estado miembro garantizará […] la aplicación del principio de 
igualdad y retribución entre los trabajadores masculinos y femeninos para un mismo trabajo”. 
2 A saber: Tratado constitutivo de la Comunidad Europea del Carbón y del Acero (TCECA), en vigor 
durante 50 años desde el 23 de julio de 1952; Tratado constitutivo de la Comunidad Económica Europea 
(TCEE, actual TFUE) y Tratado constitutivo de la Comunidad Europea de la Energía Atómica (TCEEA), 
ambos en vigor desde el 1 de enero de 1958 con sus respectivas modificaciones a lo largo del tiempo. 
3 Véase Sentencia de 8 de abril de 1976, Defrenne II, 43/75, apartado 39 
4 Véase MANGAS MARTÍN, A., “Carta de los derechos fundamentales de la Unión Europea”, Carta de 
los derechos fundamentales de la Unión Europea: comentario artículo por artículo, 2008, p.417. 
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directrices esenciales de la política de la UE fue el Tratado de Ámsterdam, aprobado el 
16 y 17 de junio de 1997 y firmado el 2 de octubre de ese mismo año, cuyo artículo 13 
TCE disponía nuevas causas de discriminación prohibidas no previstas inicialmente en 
los tratados. De esta manera, por una parte, se reforzó el fomento de la igualdad entre 
hombres y mujeres y, además, se habilitó a la Comunidad europea a actuar para luchar 
contra la discriminación basada en una serie de nuevos motivos (la raza o el origen 
étnico, la religión o las convicciones, la edad, la discapacidad y la orientación sexual).  
Por primera vez, la discapacidad se mencionaba de manera explícita en un Tratado 
europeo, reconociéndose de forma abierta la necesidad de combatir la discriminación 
por este motivo. De esta manera, a diferencia de los tratados constitutivos de mediados 
del siglo XX en los que imperaban las disposiciones enfocadas hacia el mercado, con el 
Tratado de Ámsterdam se da un enfoque hacia los derechos humanos. Todo ello dio 
lugar a que en el año 2000 el Consejo desarrollara la normativa contenida en el Tratado 
de Ámsterdam mediante la adopción y el desarrollo del derecho derivado a través de la 
Directiva 2000/43/CE, relativa a la igualdad racial, que prohíbe la discriminación por 
razones de raza o etnia en el contexto del empleo y también en el acceso al sistema de 
asistencia social y la seguridad social, los bienes y servicios, y la Directiva 2000/78/CE, 
de 27 de noviembre, sobre la igualdad en materia de empleo, que prohíbe la 
discriminación por motivos de orientación sexual, creencia religiosa, edad y 
discapacidad en el ámbito del empleo5. Además, en diciembre de ese mismo año se 
proclamó un catálogo de derechos y libertades a través de la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la UE (en adelante, CDFUE), reafirmándose de esa manera el 
compromiso con el principio de no discriminación en su artículo 21, el cual explicaré en 
el epígrafe siguiente del trabajo.  
Por otra parte, tras la adopción del Tratado de Lisboa el 13 de diciembre de 2007, el 
artículo 6.1 TUE dispone que la UE reconoce los derechos, libertades y principios 
enunciados en la CDFUE adaptada en Estrasburgo, “la cual tendrá el mismo valor 
jurídico que los Tratados”. Por lo tonto, desde la entrada en vigor del tratado el 1 de 
diciembre de 2009, la CDFUE tendría carácter vinculante objetivo, a diferencia de la 
incorporación por referencia que se hizo anteriormente, teniendo el mismo valor que los 
tratados constitutivos y formando parte, por lo tanto, del Derecho originario de la UE. 
                                               
5  Directiva 2000/43/CE, relativa a la aplicación del principio de igualdad de trato de las personas 
independientemente de su origen racial o étnico, DOCE L 180, de 17 de diciembre de 2000. 
Directiva 2000/78/CE, de 27 de noviembre de 2000, relativa al establecimiento de un marco general para 
la igualdad de trato en el empleo y la ocupación, DOCE L 303, de 2 de diciembre de 2000. 
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No obstante, dicha carta no se aplicaría en tres Estados miembros67. Además, dicho 
tratado introdujo una cláusula transversal con tal de añadir la lucha contra la 
discriminación en todas las políticas y acciones de la UE (artículo 10 TFUE), 
considerándose la no discriminación como uno de los valores en los que se basa la 
Unión, así los ciudadanos europeos podrían ejercer su derecho al recurso judicial en 
caso de sufrir una discriminación directa (trato diferente en situación similar) o indirecta 
(desventaja no justificada por un objetivo legítimo y proporcionado). En el artículo 19 
TFUE se establecieron de nuevo las nuevas causas de discriminación prohibidas, esto 
es, por religión o convicciones, edad, discapacidad, orientación sexual y origen étnico o 
racial. No obstante, dicho artículo no establece una prohibición general de 
discriminación ya que únicamente habilita al Consejo a adoptar medidas adecuadas, en 
forma de Directivas, generalmente. A ello cabe añadir que dicho tratado estableció un 
procedimiento legislativo especial para luchar contra las discriminaciones en el cual el 
Consejo debería actuar por unanimidad, previa aprobación del Parlamento Europeo 
mediante dictamen, otorgándole a este último órgano más poder. 
2.2. El artículo 21 de la Carta de los Derechos fundamentales de la UE 
Desde la creación de las Comunidades Europeas hasta hace dos décadas 
aproximadamente, no ha existido un catálogo de derechos y libertades fundamentales de 
la persona en el ámbito comunitario. Esta circunstancia propició que los órganos 
judiciales nacionales otorgaran primacía al Derecho nacional sobre el Derecho 
comunitario para la protección efectiva de estos derechos. Esta postura de los Estados 
miembros tuvo como consecuencia la afirmación por parte del TJUE (entonces TJCE) 
de la primacía absoluta del Derecho comunitario sobre el nacional y la elaboración de 
numerosa jurisprudencia para la protección de los derechos humanos, entre las que he 
destacado anteriormente la Sentencia de 8 de abril de 1976, Defrenne II8. Por lo tanto, la 
                                               
6 Polonia y Reino Unido condicionaron la aprobación del Tratado de Lisboa a no aplicar la CDFUE 
teniendo como consecuencia la aprobación del Protocolo número 30 que excluía de aplicar la CDFUE por 
parte de estos dos países. Además, una vez aprobado el Tratado de Lisboa, Chequia condicionó su 
ratificación y su entrada en vigor a que no se le aplicara tampoco la carta. 
7 Véase BOU FRANCH, V, Introducción al Derecho de la Unión Europea, 2014. 
8 También podemos destacar la Sentencia de 12 de noviembre de 1969, Stauder, 29/69, en la que se 
afirma que los derechos fundamentales de la persona se encuentran dentro de los principios generales del 
Derecho comunitario; la Sentencia de 17 de diciembre de 1970, Internationale Handelsdgesellschaft, 
17/70, que afirma que estos derechos se protegen teniendo en cuenta los principios constitucionales 
comunes a los Estados miembros; la Sentencia de 14 de mayo de 1974, Nold, 4/73, fundamentando la 
protección de los derechos fundamentales a través de tratados internacionales de derechos humanos 
indicando que “los instrumentos internacionales relativos a la protección de los derechos humanos, en 
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falta de seguridad jurídica hacía que se reclamara la existencia de un catálogo de 
derechos fundamentales protegidos en la UE con eficacia jurídica objetiva. 
Posteriormente, en un contexto de inseguridad, se llevó a cabo la elaboración de la 
CDFUE y del proyecto, que finalmente fracasó, de Constitución para incorporar un 
catálogo de derechos fundamentales a los Tratados constitutivos9. 
Centrándome en la CDFUE, en 1999 el Consejo Europeo consideró necesario 
recoger en una carta los derechos y libertades vigentes en la UE. Por ello, el 7 de 
diciembre de 2000, tanto el presidente del Parlamento Europeo, como el del Consejo y 
el de la Comisión proclamaron, tras la aprobación por los Jefes de Estado y de Gobierno 
en el Consejo Europeo de Niza, la CDFUE. No obstante, la carta no formó parte del 
posterior Tratado de Niza de 2001, teniendo como consecuencia la simple adopción de 
un acuerdo político, carente por sí solo de valor jurídico vinculante. A pesar de ello se 
dio un paso adelante porque la UE contaba con un catálogo propio de derechos 
fundamentales.   
Respecto a la repercusión que suponía disponer de un cuerpo de derechos 
fundamentales, el TJCE evolucionó en la elaboración de su jurisprudencia referente a 
derechos fundamentales. En un primer momento, los asuntos que tenían que ver con 
estos derechos fueron resueltos aplicando su jurisprudencia consolidada sin incluir 
mención alguna a la CDFUE, no reconociéndole “carácter vinculante autónomo”. No 
obstante, de manera excepcional, se aplicaron directamente artículos específicos de la 
CDFUE en los casos en los que una norma europea dispusiera expresamente que “debe 
ser interpretada y aplicada respetando los derechos y principios de la carta”. De esta 
manera, se produjo la incorporación por referencia de la CDFUE al DCE (actualmente, 
DUE) a través de una norma de Derecho derivado europeo que también tuvo como 
consecuencia el inicio de un cambio importante en la jurisprudencia del TJCE relativa a 
los derechos fundamentales. Finalmente, la CDFUE fue modificada en diciembre de 
2007 y, tras la entrada en vigor del Tratado de Lisboa, se dio el mismo valor jurídico a 
la carta como a los Tratados, es decir, la CDFUE tenía “carácter vinculante autónomo” 
aunque se incorporara por referencia al DUE. A partir de 2009 es un instrumento más 
del Derecho originario de la UE, con el mismo valor que los Tratados constitutivos, 
recalcando en su artículo 51 que se aplica a las instituciones y Estados miembros de la 
                                                                                                                                         
los que los Estados miembros han cooperado o a los que se han adherido, pueden facilitar, asimismo, 
indicaciones que es preciso tener en cuenta en el marco del Derecho comunitario”. 
9 FERNÁNDEZ DE CASADEVANTE ROMANI, C, Derecho de la Unión Europea. Nociones básicas, 
2012, pp. 93-94. 
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Unión únicamente cuando apliquen el DUE, lo que también significa que las 
instituciones respeten la CDFUE sin que adquieran competencias legislativas en dicho 
ámbito y que la jurisprudencia del TJUE permanece inalterada por su incompetencia 
para resolver cuestiones que tienen que ver con derechos fundamentales que no entran 
en el ámbito de la competencia europea. En definitiva, la CDFUE es un instrumento de 
Derecho originario en el que coexisten derechos fundamentales, de carácter civil y 
político, con derechos económicos, sociales y culturales, además de derechos de 
protección del medio ambiente, llamados de tercera generación, llevando todo ello a que 
el TJUE realice una aplicación directa de la carta sin incluir mención alguna a su 
jurisprudencia consolidada de derechos fundamentales, por lo que realiza una aplicación 
autónoma de la carta10.  
A continuación, analizaré el artículo 21 de la CDFUE, establecido en el Título III 
referente a la igualdad, y lo pondré en relación con el artículo 19 TFUE con tal de 
apreciar las diferencias entre ambos, ya que, aunque ambos instrumentos forman parte 
del Derecho originario de la UE tienen un alcance y finalidad distinta. 
El artículo 21 CDFUE 11  habla del principio general de no discriminación. En 
relación con las “Explicaciones” sobre la Carta, enunciadas en el artículo 6 TUE, “el 
apartado 1 de este artículo se inspira en el artículo 13 del TCE, sustituido por el artículo 
19 TFUE, en el artículo 14 del Convenio Europeo de Derechos Humanos (en adelante, 
CEDH) y en el artículo 11 del Convenio relativo a los derechos humanos y la 
biomedicina. En la medida en que coincide con el artículo 14 del CEDH, se aplica de 
acuerdo con éste”12. 
El apartado 1 del artículo 21 CDFUE presenta una prohibición general de toda forma 
de discriminación en la UE, es decir, protege a todos los seres humanos, ya se 
encuentren bajo la jurisdicción de sus Estados miembros o no. Por lo tanto, en la UE 
ningún ser humano, independientemente de su nacionalidad, debe sufrir discriminación 
alguna. En cuento a los sujetos obligados a cumplir con dicho principio y en relación 
                                               
10 Véase BOU FRANCH, V, Introducción al Derecho de la Unión Europea, 2014, pp. 119-122. 
11 Dicho artículo establece lo siguiente: 
“1.   Se prohíbe toda discriminación, y en particular la ejercida por razón de sexo, raza, color, orígenes 
étnicos o sociales, características genéticas, lengua, religión o convicciones, opiniones políticas o de 
cualquier otro tipo, pertenencia a una minoría nacional, patrimonio, nacimiento, discapacidad, edad u 
orientación sexual. 
2.   Se prohíbe toda discriminación por razón de nacionalidad en el ámbito de aplicación de los Tratados 
y sin perjuicio de sus disposiciones particulares.” 
12 Véase MANGAS MARTÍN, A., “Carta de los derechos fundamentales…”, loc. cit., p.398.  
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con el artículo 51 CDFUE13, respecto a la esfera pública prohíbe a las instituciones, 
organismos y Estados miembros, cuando apliquen el DUE, y, respecto a la esfera 
privada, a los particulares. Todos ellos están obligados a cumplir con dicho principio.  
Así pues, se establece una prohibición general de toda forma de discriminación, 
enunciando en una lista abierta una serie de motivos por los que se prohíbe la 
discriminación. Por el contrario, el artículo 19 TFUE no establece dicha prohibición 
general, habilitando solamente al Consejo para que adopte “acciones adecuadas”, en el 
ámbito de una competencia clara de la UE 14 , para combatir la discriminación y 
garantizar la igualdad de trato por motivos de sexo, de origen racial o étnico, religión o 
convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual, estableciéndose así una lista 
cerrada de motivos que no puede ser ampliada por analogía a otros motivos no 
expresamente enumerados15. Además, al adoptar medidas de aplicación, el artículo 19 
TFUE carece de efecto directo, no pudiendo ser defendido ante los jueces nacionales de 
los Estados miembros, a diferencia de otros preceptos como el 18 TFUE (prohibición de 
discriminación por razón de nacionalidad) o el 157 TFUE (prohibición de 
discriminación salarial entre hombres y mujeres)16. 
En definitiva, las “Explicaciones” sobre la Carta en relación con el artículo 21 
apuntan que no existe incompatibilidad entre el apartado 1 y el artículo 19 TFUE, que 
tienen objetivos y alcances diferentes: el artículo 19 confiere competencias a la Unión 
para adoptar actos legislativos, incluida la armonización de las disposiciones legales y 
reglamentarias de los Estados miembros, con el fin de combatir determinadas formas de 
discriminación que se especifican de forma exhaustiva en el citado artículo. Dicha 
legislación podría cubrir la acción de las autoridades de los Estados miembros (así como 
                                               
13 Dicho artículo, respecto al ámbito de aplicación de la Carta, establece lo siguiente:  
“1.   Las disposiciones de la presente Carta están dirigidas a las instituciones, órganos y organismos de 
la Unión, dentro del respeto del principio de subsidiariedad, así como a los Estados miembros 
únicamente cuando apliquen el Derecho de la Unión. Por consiguiente, éstos respetarán los derechos, 
observarán los principios y promoverán su aplicación, con arreglo a sus respectivas competencias y 
dentro de los límites de las competencias que los Tratados atribuyen a la Unión. 
2.   La presente Carta no amplía el ámbito de aplicación del Derecho de la Unión más allá de las 
competencias de la Unión, ni crea ninguna competencia o misión nuevas para la Unión, ni modifica las 
competencias y misiones definidas en los Tratados”. 
14 La UE tiene una competencia clara respecto a la discriminación en el lugar de trabajo. Por el contrario, 
la educación, la sanidad, el estado civil o la familia son ámbitos en los que la UE no dispone de la 
suficiente competencia o no dispone de ella en absoluto. 
15 Este carácter exhaustivo de motivos discriminatorios puede observarse en la Sentencia de 11 de julio de 
2006, Chacón Navas, C-13/05, apartado 56, en la cual el TJUE precisó el concepto de discapacidad, 
descartando su extensión a la enfermedad como causa de despido en una relación laboral. 
16 Véase REQUENA CASANOVA, M, “La tutela Judicial del principio general de igualdad de trato en la 
Unión Europea: una jurisprudencia expansiva basada en una jerarquía de motivos discriminatorios”, 
Revista de Derecho comunitario europeo, 2011, pp. 769-771. 
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las relaciones entre personas privadas) en cualquier ámbito dentro de los límites de las 
competencias de la Unión; las disposiciones del apartado 1 del artículo 21 no confieren, 
sin embargo, competencias para promulgar actos legislativos con el fin de combatir 
formas de discriminación en ámbitos de acción de los Estados miembros o en la esfera 
privada, ni constituye una prohibición generalizada de la discriminación en ámbitos tan 
amplios. Se refieren solamente a las discriminaciones por parte de las instituciones y 
organismos de la Unión en el ejercicio de las competencias que le confieren los 
Tratados, y por parte de los Estados miembros cuando apliquen el DUE solamente. Por 
consiguiente, el apartado 1 del artículo 21 CDFUE no modifica el alcance de las 
competencias conferidas con arreglo al artículo 19 TFUE ni la interpretación de dicho 
artículo.17 Además, a pesar de las diferencias entre ambos preceptos analizados (artículo 
19 TFUE y 21 CDFUE), ninguno de ellos alude a medidas positivas con tal de evitar 
desigualdades de hecho de ciertos colectivos, precisándose de una base jurídica 
concreta, como es el caso de la igualdad salarial entre hombres y mujeres del artículo 
157 TFUE18. Por último, el artículo 52 CDFUE, establece la prevalencia del TFUE 
sobre la Carta, siendo preferente el artículo 19 TFUE. 
2.3. La Directiva 2000/78/CE: La igualdad de trato en el empleo y la ocupación 
en el sector público y privado 
El establecimiento del principio de igualdad de trato y no discriminación como uno 
de los pilares de la política europea fue debido al establecimiento del Tratado de 
Ámsterdam de 1997 en el cual, su artículo 13 TCE, disponía nuevas causas de 
discriminación prohibidas no previstas en los Tratados constitutivos (la raza o el origen 
étnico, la religión o las convicciones, la edad, la discapacidad y la orientación sexual).  
En este contexto, el Consejo desarrolló el derecho originario del Tratado de Ámsterdam 
a través del derecho derivado de las Directivas. Ello dio lugar a la adopción de la 
Directiva 2000/78/CE, de 27 de noviembre, sobre la igualdad en el ámbito laboral, que 
prohíbe la discriminación por motivos de orientación sexual, creencia religiosa, edad y 
discapacidad19. 
                                               
17 Véase MANGAS MARTÍN, A., “Carta de los derechos fundamentales…”, loc. cit., p.401-402.  
18 Véase REQUENA CASANOVA, M, “La tutela Judicial del principio general de igualdad de trato en la 
Unión Europea…”, loc. cit., pp.771.  
19 Directiva 2000/78/CE, de 27 de noviembre de 2000, relativa al establecimiento de un marco general 




El objeto de esta Directiva, tal y como se observa en su artículo 1, es el 
establecimiento de un marco general con tal de luchar contra la discriminación por 
motivos religiosos, de discapacidad, de edad o de orientación sexual en el ámbito del 
empleo y la ocupación, y cuya finalidad es que todos los Estados miembros de la 
comunidad europea apliquen el principio de igualdad de trato. 
Además, dicho cuerpo normativo define qué se entiende por principio de igualdad de 
trato a efectos de esta Directiva en el artículo 2.1 (“A efectos de la presente Directiva, 
se entenderá por principio de igualdad de trato la ausencia de toda discriminación 
directa o indirecta basada en cualquiera de los motivos mencionados en el artículo 
1”.). A continuación, la Directiva hace una diferenciación entre la discriminación 
directa e indirecta. Por una parte, la primera se da cuando una persona haya sido, es o 
pueda ser tratada más desfavorablemente que otra persona en la misma situación por las 
causas mencionadas en el artículo 1. Por otra parte, la “discriminación indirecta” existe 
cuando una disposición ocasiona una desventaja particular a personas con una religión o 
convicción, con una discapacidad, de una edad, o con una orientación sexual 
determinadas. No obstante, dicho tipo de discriminación presenta varias excepciones, es 
decir, que se permite la discriminación indirecta siempre que esté justificada por una 
finalidad legítima y que los medios para ello sean los adecuados y necesarios o que las 
medidas que debe adoptar el sujeto al cual es de aplicación la Directiva, como un 
empresario, resulten ser una carga excesiva para él. Esta última excepción está 
relacionada con el artículo 5 de la Directiva referido a los “ajustes razonables” para las 
personas con discapacidad que dispone lo siguiente: “los empresarios tomarán las 
medidas adecuadas, en función de las necesidades de cada situación concreta, para 
permitir a las personas con discapacidades acceder al empleo, tomar parte en el mismo 
o progresar profesionalmente, o para que se les ofrezca formación, salvo que esas 
medidas supongan una carga excesiva para el empresario. La carga no se considerará 
excesiva cuando sea paliada en grado suficiente mediante medidas existentes en la 
política del Estado miembro sobre discapacidades”. 
Respecto al ámbito de aplicación de la Directiva, éste se ciñe al laboral básicamente. 
Su articulado normativo hace referencia a un ámbito en el que la UE tiene plena 
competencia a la hora de combatir contra la discriminación en el lugar de trabajo. Más 
concretamente, se aplicará a todas las personas, respecto del sector público como 
privado, incluidos los organismos públicos, en casos relacionados con las siguientes 
causas que se señalan en el artículo 3.1: 
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a) las condiciones de acceso al empleo, a la actividad por cuenta propia y al 
ejercicio profesional, incluidos los criterios de selección y las condiciones de 
contratación y promoción, independientemente de la rama de actividad y en todos los 
niveles de la clasificación profesional, con inclusión de lo relativo a la promoción; 
b) el acceso a todos los tipos y niveles de orientación profesional, formación 
profesional, formación profesional superior y reciclaje, incluida la experiencia laboral 
práctica; 
c) las condiciones de empleo y trabajo, incluidas las de despido y remuneración; 
d) la afiliación y participación en una organización de trabajadores o de 
empresarios, o en cualquier organización cuyos miembros desempeñen una profesión 
concreta, incluidas las prestaciones concedidas por las mismas. 
A pesar de lo anterior, existen una serie de circunstancias que no afectan a la 
Directiva como puede ser la diferencia de trato por la nacionalidad y del trato que se 
ejerza por la situación jurídica de los nacionales de terceros Estados y de los apátridas. 
Tampoco se aplicará la normativa a cualquier tipo de pago efectuado por los 
regímenes públicos, incluidos los de seguridad social. Además, se permite a los Estados 
miembros examinar la posibilidad de no aplicar la Directiva a la que hago mención a las 
fuerzas armadas respecto a la discriminación por discapacidad o edad. 
Además, a pesar de lo dispuesto en los apartados 1 y 2 del artículo 2, en casos 
excepcionales, se permite justificar una diferencia de trato si una característica 
vinculada a la religión o convicciones, a una discapacidad, a la edad o a la orientación 
sexual es un requisito profesional esencial y determinante, cuando el objetivo es 
legítimo y el requisito, proporcionado. En su caso, estas circunstancias excepcionales 
deberán figurar en la información que facilitarán los Estados miembros a la Comisión.20 
Por último, las disposiciones de la Directiva establecen requisitos mínimos, lo que 
permite a los Estados miembros introducir disposiciones más favorables, al igual que 
aplicar este instrumento normativo no puede servir para justificar retroceso alguno en 
comparación a la situación existente en cada Estado miembro, tal y como se establece 
en el artículo 8.  
                                               
20 El considerando 23 de la Directiva 2000/78/CE dispone lo siguiente: “En muy contadas circunstancias, 
una diferencia de trato puede estar justificada cuando una característica vinculada a la religión o 
convicciones, a una discapacidad, a la edad o a la orientación sexual constituya un requisito profesional 
esencial y determinante, cuando el objetivo sea legítimo y el requisito, proporcionado. Dichas 
circunstancias deberán figurar en la información que facilitarán los Estados miembros a la Comisión”. 
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3. LA DIMENSIÓN INTERNACIONAL DEL CONCEPTO DE 
DISCAPACIDAD 
Frente a los prohibiciones o inhabilitaciones que en el pasado vivieron las personas 
con discapacidad y teniendo en cuenta el principio de igualdad de trato y no 
discriminación de toda persona, las instituciones europeas se han preocupado por la 
integración de las primeras en todos los ámbitos de la vida con tal de que les sean 
reconocidos los mismos derechos que al resto. Para ello, se han llevado a cabo a lo largo 
de las últimas décadas elaboraciones normativas que sientan las bases jurídicas de 
políticas de integración de las personas con discapacidad. En el ámbito europeo cabe 
destacar el artículo 13 TCE (actual artículo 19 TFUE), la Directiva 2000/78/CE que 
desarrolla el anterior artículo estableciendo un marco general para la igualdad de trato 
en el ámbito laboral y la CDFUE, en concreto sus artículos 21 y 26. Por su parte, en el 
ámbito internacional, el instrumento normativo destacable es la Convención de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de 2006 (en 
adelante, la Convención o CNUDPD)21.  
A continuación, y en relación con este apartado del trabajo, expondré las ideas que 
plasma el artículo 26 CDFUE puesto que hace referencia a la integración de las 
personas discapacitadas y, en el siguiente epígrafe de esta parte del trabajo hablaré 
acerca de la Convención. 
Dentro del Título III de la CDFUE, referente a la igualdad, al igual que el artículo 21, 
se encuentra el artículo 26 dirigido al reconocimiento de la integración de las personas 
discapacitadas y que expresa lo siguiente: “La Unión reconoce y respeta el derecho de 
las personas discapacitadas a beneficiarse de medidas que garanticen su autonomía, su 
integración social y profesional y su participación en la vida de la comunidad.”. Dicho 
artículo no define el concepto de persona discapacitada ya que lo da por hecho y no lo 
distingue, por ejemplo, de personas dependientes como los enfermos; por ello cabría 
consultar, por ejemplo, la Clasificación Internacional del Funcionamiento de la 
Discapacidad y de la Salud (CIF) de la Organización Mundial de la Salud (OMS) que da 
una definición de discapacidad que engloba deficiencias, limitaciones en la actividad y 
restricciones a la participación en diferentes ámbitos de la vida, como el personal y el 
saludable. También habría que prestar atención a las legislaciones en vigor acerca de la 
                                               
21 Véase Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, 
https://www.un.org/development/desa/disabilities-es/convencion-sobre-los-derechos-de-las-personas-con-
discapacidad-2.html (consultada en julio de 2017) 
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interpretación de falta de autonomía de la específica situación de las personas con 
alguna disminución física, psíquica o sensorial22. Por lo tanto, dicho artículo 26 presenta 
un concepto de discapacidad no autónomo, que debe ser interpretado según diferentes 
fuentes internacionales y legislativas.  
Otro aspecto a tener en cuenta del artículo que aquí se comenta es que se trata de un 
precepto que proporciona una protección especial a las personas discapacitadas y que 
permite un trato más favorable a través de medidas que equilibren la desigualdad de 
estas personas a través de unos objetivos expresos, que son el poder gozar de autonomía 
suficiente con tal de integrarse en todos los ámbitos de la vida.  
Además, este artículo no manifiesta un derecho subjetivo, sino el desarrollo de 
acciones por parte de los Estados y de las instituciones para eliminar las desigualdades 
de derechos. A este respecto, la UE ha promovido políticas para suplir el problema de la 
exclusión y la no participación de las personas con discapacidad con tal de garantizar la 
igualdad de oportunidades y la participación en todos los ámbitos de la vida 23. No 
obstante, una labor importante de la UE fue su papel activo en la Asamblea General de 
Naciones Unidas (en adelante, AGNU) para tratar de adoptar un instrumento 
internacional de derechos humanos de las personas con discapacidad que dio lugar a la 
Convención. 
 
                                               
22 Véase MANGAS MARTÍN, A., “Carta de los derechos fundamentales…”, loc. cit., p.461-462. 
23 Un ejemplo de ello es el Plan de Acción sobre discapacidad y su Estrategia Europea sobre discapacidad 
(2010-2020), cuyo comunicado por parte de la Comisión (/* COM/2010/0636 final */) expresa lo 
siguiente respecto a la igualdad de las personas con discapacidad:  
“Conforme a los requisitos de los artículos 1, 21 y 26 de la Carta y de los artículos 10 y 19 del TFUE, la 
Comisión promoverá la igualdad de trato de las personas con discapacidad a través de un enfoque de 
doble vertiente. Por una parte, se utilizará la legislación de la UE vigente para proteger de la 
discriminación y, por otra, se aplicará una política activa destinada a luchar contra la discriminación y 
promover la igualdad de oportunidades en las políticas de la UE. La Comisión también prestará una 
atención especial al impacto acumulativo de la discriminación que pueden experimentar las personas con 
discapacidad, si se suman otros motivos de discriminación como la nacionalidad, la edad, la raza o el 
origen étnico, el sexo, la religión o las convicciones, o bien la orientación sexual. 
También velará por la plena aplicación de la Directiva 2000/78/CE, por la que se prohíbe la 
discriminación en el empleo; favorecerá la diversidad y luchará contra la discriminación a través de 
campañas de sensibilización a escala nacional y de la UE, y apoyará la labor en la Unión de ONG que 
trabajan en este terreno. 
La actuación de la UE apoyará y complementará políticas y programas nacionales encaminados a 
fomentar la igualdad, por ejemplo, promoviendo la conformidad de la legislación de los Estados 
miembros en materia de capacidad jurídica con la Convención. 
Erradicar en la UE la discriminación por razón de discapacidad.” 
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3.1. La Convención de las Naciones Unidas sobre los derechos de las personas 
con discapacidad. El concepto autónomo de discapacidad 
Como he dicho anteriormente, y centrándome ahora en la Convención, la vulneración 
en épocas pasadas de los derechos de las personas con discapacidad en el sistema de 
derechos humanos de las Naciones Unidas dio lugar a principios del siglo XXI a la 
aprobación de una convención específica sobre los derechos de las personas con 
discapacidad ya que, a diferencia de otros grupos humanos, no contaban hasta ese 
momento con un instrumento jurídicamente vinculante que protegiera sus derechos ni 
con un Comité que garantizara su protección. Este instrumento es uno de los Tratados 
internacionales de derechos humanos adoptados en el sistema universal de la ONU. La 
importancia del análisis de este tratado también se basa en que ha sido el único sobre 
derechos humanos que la UE ha ratificado y, por lo tanto, es el primer instrumento 
internacional jurídicamente vinculante en el ámbito de los derechos humanos del que 
tanto la UE como sus Estados miembros son parte, exigiéndose así la protección y 
salvaguarda de los derechos y libertades fundamentales de las personas con 
discapacidad por parte de la UE en su conjunto. 
La UE fue una parte activa en la negociación para la adopción de la Convención, 
postura que se aprecia en el comunicado que la Comisión elaboró para el Consejo y el 
Parlamento Europeo pidiendo que se adoptara un instrumento internacional 
jurídicamente vinculante para la promoción y protección de los derechos y la dignidad 
de las personas con discapacidad24. En dicho comunicado la Comisión expresaba que el 
objetivo principal de un instrumento internacional que versara sobre las personas con 
discapacidad sería impulsar la aplicación de las normas generales de derechos humanos 
en la discapacidad y, de esta manera, hacerla más visible internacionalmente. Además, 
también recalcó que, más que crear nuevos actos legislativos, dicho instrumento 
permitiría adaptar las normas vigentes para garantizar el respeto de los derechos 
humanos a las circunstancias específicas de las personas con discapacidad, mejorando 
así las condiciones para poder ejercer plenamente sus derechos y dando una vocación de 
universalidad a los derechos humanos. 
Por último, en el apartado del informe referente a los principios en los que debería 
inspirarse el futuro instrumento jurídicamente vinculante, la Comisión expresa que 
debería establecerse lo siguiente, como acabo de explicar anteriormente:  
                                               
24 Véase el comunicado en COM/2003/0016 final, de 24 de enero de 2003. 
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- “Reafirmar a nivel legislativo el principio de que las personas con 
discapacidad tienen los mismos derechos fundamentales que el resto de la 
humanidad; 
- reafirmar a nivel legislativo los valores esenciales en juego: a saber, la 
igualdad, la dignidad, la libertad y la solidaridad; 
- garantizar a las personas con discapacidad el ejercicio real y en igualdad de 
condiciones de todos los derechos humanos, luchando contra cualquier 
forma de discriminación basada en la discapacidad y promoviendo la 
igualdad de trato y la toma en consideración de la diferencia. 
El instrumento en cuestión debería mencionar y definir todos los derechos humanos, 
incluidos los derechos políticos y civiles fundamentales y los derechos económicos, 
sociales y culturales”.  
La Convención fue finalmente aprobada el 13 de diciembre de 2006, entró en vigor 
el 3 de mayo de 2008 y ha sido ratificada por 173 Estados, 27 de los cuales son 
miembros de la UE (Irlanda no la ha ratificado), y la propia UE en 2011 como 
organización de integración regional 25 . Para todos ellos la Convención supone el 
reconocimiento expreso de que las personas con discapacidad son titulares de los 
mismos derechos que el resto de la ciudadanía y que los poderes públicos deben 
garantizar el pleno ejercicio de tales derechos a través de un mecanismo eficaz de 
supervisión y la especificación de disposiciones de ejecución. Este instrumento ha 
supuesto un cambio respecto al tratamiento de la discapacidad en las legislaciones de 
los Estados puesto que en un principio se basaban en la perspectiva asistencialista y el 
modelo médico. Por el contrario, la visión actual de la discapacidad, gracias a la 
Convención, es la de una cuestión de derechos humanos, lo que significa contemplar a 
las personas con discapacidad como sujetos de derechos y no como objetos de 
protección, asistencia y cuidado.26 
A tenor del párrafo anterior cabe precisar también la competencia de la UE en 
relación a las cuestiones de que trata la Convención. Para ello, según la Decisión 
2010/48/CE del Consejo relativa a la ratificación por la UE de este instrumento 
                                               
25 Véase Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, 
https://www.un.org/development/desa/disabilities-es/convencion-sobre-los-derechos-de-las-personas-con-
discapacidad-2.html (consultada en julio de 2017) 
26 PÉREZ BUENO, L.C; PELÁEZ NARVÁEZ, A, La aplicación de la convención internacional sobre 
los derechos de las personas con discapacidad en la unión europea y en los países que la forman. 
Especial referencia al empleo, la educación y la accesibilidad, 2017, p.15. 
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internacional, en su anexo II, se expresa que el artículo 44.1 de la Convención establece 
que las organizaciones regionales de integración declararán en sus instrumentos de 
adhesión su grado de competencia con respecto a las cuestiones regidas por la 
Convención. Por lo tanto, en relación a dicho artículo, la Decisión del Consejo indica 
que la competencia para luchar contra la discriminación por motivos de discapacidad 
está compartida entre la UE y los Estados miembros. Además, en el anexo III, se 
establece una reserva al artículo 27.1 de la Convención27según la cual los Estados 
miembros tienen derecho de excluir del ámbito de aplicación de la Directiva 
2000/78/CE la no discriminación por motivos de discapacidad en el ámbito de las 
fuerzas armadas. 
Respecto al objetivo de la Convención, como he manifestado en varias ocasiones, 
éste es evitar la discriminación de las personas con discapacidad ya que esto constituye 
“una vulneración de la dignidad y el valor inherentes del ser humano”. Por esta razón, 
este Tratado internacional pretende la promoción y protección de los derechos humanos 
de todas las personas con discapacidad, y tal y como expresa la letra j) del Preámbulo, 
“incluidas aquellas que necesiten un apoyo más intenso”. Por otra parte, esta misma 
idea se especifica en el primer párrafo del artículo 1 de la Convención, referente al 
propósito, el cual expresa lo siguiente: “promover, proteger y asegurar el goce pleno y 
en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades fundamentales 
por todas las personas con discapacidad, y promover el respeto de su dignidad 
inherente”. Además, en cuanto al concepto de personas con discapacidad, el segundo 
párrafo del artículo mencionado dice que “Las personas con discapacidad incluyen a 
aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo 
plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su participación plena 
y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás”. Este último 
párrafo, relacionándolo con el apartado e) del Preámbulo (“la discapacidad es un 
concepto que evoluciona y que resulta de la interacción entre las personas con 
                                               
27 Véase Decisión del Consejo 2010/48/CE, anexo III: “La Comunidad Europea declara que, en virtud 
del Derecho comunitario (y en particular de la Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre de 
2000, relativa al establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en el empleo y la 
ocupación), los Estados miembros pueden, en su caso, formular sus propias reservas en relación con el 
artículo 27, apartado 1, de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, en la 
medida en que el artículo 3, apartado 4, de dicha Directiva del Consejo confiere a los Estados miembros 
el derecho de excluir del ámbito de aplicación de esa misma Directiva la no discriminación por motivos 
de discapacidad en el ámbito de las fuerzas armadas. Por ello, la Comunidad declara que su adhesión a 
la Convención se entiende sin perjuicio del Derecho antes mencionado que en virtud del derecho 
comunitario se confiere a los Estados miembros”  
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deficiencias y las barreras debidas a la actitud y al entorno que evitan su participación 
plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás”), presenta 
un concepto autónomo de discapacidad que tanto los Estados parte como la UE deben 
tener en cuenta a la hora de garantizar el respeto de los derechos de las personas con 
discapacidad con las herramientas adecuadas de las que dispongan. Se trata de un 
concepto que abarca multitud de situaciones de personas con discapacidad y de un 
marco de interpretación de los derechos fundamentales en las diferentes legislaciones 
nacionales.  
Seguidamente, en el artículo 2 de la Convención se definen una serie de conceptos. 
Respecto al tema de este trabajo, las definiciones relevantes a tener en cuenta son la 
discriminación por motivos de discapacidad y ajustes razonables. En cuanto a la 
primera, se entiende por “discriminación por motivos de discapacidad cualquier 
distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga el propósito o 
el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en 
igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en 
los ámbitos político, económico, social, cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las 
formas de discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes razonables”. En cuanto 
a la segunda definición, se entiende por “ajustes razonables las modificaciones y 
adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o 
indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas 
con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de 
todos los derechos humanos y libertades fundamentales”.  
A continuación, el artículo 3 enumera, en forma de lista, los principios generales en 
los que se basa la Convención y son: 
- El respeto de la dignidad inherente, la autonomía individual, incluida la 
libertad de tomar las propias decisiones, y la independencia de las personas 
- La no discriminación 
- La participación e inclusión plenas y efectivas en la sociedad 
- El respeto por la diferencia y la aceptación de las personas con discapacidad 
como parte de la diversidad y la condición humanas 
- La igualdad de oportunidades 
- La accesibilidad 
- La igualdad entre el hombre y la mujer 
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- El respeto a la evolución de las facultades de los niños y las niñas con 
discapacidad y de su derecho a preservar su identidad.  
El cuarto artículo habla acerca de las obligaciones generales de los Estados que 
forman parte de la Convención con tal de asegurar y promover el pleno ejercicio de los 
derechos humanos de las personas con discapacidad sin reportarles discriminación 
alguna. Dichas obligaciones generales pueden ser estructuradas en tres bloques. El 
primero de ellos hace referencia a las relacionadas con los derechos humanos y las 
libertades fundamentales28; el segundo bloque habla acerca de las relacionadas con los 
derechos económicos, sociales y culturales29 y el último bloque habla acerca de las 
obligaciones para dar efecto a la Convención que se encuentran en los artículos 31, 32, 
33 y 34. El artículo 31 habla acerca de la recopilación de datos estadísticos y de 
investigación para formular y aplicar políticas que permitan cumplir con la Convención; 
el artículo 32 se refiere a la obligación de la cooperación internacional y el artículo 33 
expresa la obligación de los Estados parte de designar uno o más organismos 
gubernamentales que lleven a cabo los asuntos referentes a la aplicación de la 
Convención. Además, el artículo 34 se refiere al plano internacional a la hora de aplicar 
y supervisar la Convención, creando para ello un Comité compuesto por expertos 
designados y elegidos por los Estados parte pero que actúan a título personal y de forma 
independiente cuya función principal es la revisión de los informes que los Estados 
Parte deben presentar según el artículo 35 de la Convención. Según este último artículo, 
los Estados parte están obligados a presentar en el plazo de dos años desde la entrada en 
vigor de la Convención en dicho territorio un informe inicial exhaustivo acerca de las 
medidas llevadas a cabo con tal de cumplir con sus obligaciones y de los progresos al 
respecto; además de informes periódicos cada cuatro años y en las demás ocasiones en 
                                               
28 Artículo 4.1, entre las cuales puedo destacar las siguientes: 
- Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean pertinentes para 
hacer efectivos los derechos reconocidos en la presente Convención; 
- Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas, para modificar o derogar 
leyes, reglamentos, costumbres y prácticas existentes que constituyan discriminación contra las 
personas con discapacidad; 
- Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los programas, la protección y promoción de los 
derechos humanos de las personas con discapacidad; 
- Abstenerse de actos o prácticas que sean incompatibles con la presente Convención y velar por 
que las autoridades e instituciones públicas actúen conforme a lo dispuesto en ella; 
- Tomar todas las medidas pertinentes para que ninguna persona, organización o empresa privada 
discrimine por motivos de discapacidad; 
29 Artículo 4.2: “…se comprometen a adoptar medidas hasta el máximo de sus recursos disponibles y, 
cuando sea necesario, en el marco de la cooperación internacional, para lograr, de manera progresiva, 
el pleno ejercicio de estos derechos, sin perjuicio de las obligaciones previstas en la presente Convención 
que sean aplicables de inmediato en virtud del derecho internacional.” 
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las que el Comité lo solicite. Por último, en consonancia con el apartado 3 del artículo 
35, en octubre de 2009 el Comité aprobó unas Directrices para los Estados parte sobre la 
forma y el contenido de sus informes para facilitar su preparación, asegurar su 
exhaustividad y garantizar una cierta uniformidad en su contenido.30 
A la hora de hablar de los derechos reconocidos en la Convención también cabe 
distinguir tres bloques de derechos en los cuales expondré los artículos que he 
considerado relevantes y en conexión con el tema del trabajo que realizo. Primeramente, 
muchos de los derechos que se presentan en este Tratado internacional son derechos, 
tanto individuales como colectivos, que están en vigor en el Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos como: 
- El derecho a la igualdad y a la no discriminación del artículo 5: “1. Los 
Estados Partes reconocen que todas las personas son iguales ante la ley y en 
virtud de ella y que tienen derecho a igual protección legal y a beneficiarse 
de la ley en igual medida sin discriminación alguna. 2. Los Estados Partes 
prohibirán toda discriminación por motivos de discapacidad y garantizarán 
a todas las personas con discapacidad protección legal igual y efectiva 
contra la discriminación por cualquier motivo. 3. A fin de promover la 
igualdad y eliminar la discriminación, los Estados Partes adoptarán todas 
las medidas pertinentes para asegurar la realización de ajustes razonables. 
4. No se considerarán discriminatorias, en virtud de la presente Convención, 
las medidas específicas que sean necesarias para acelerar o lograr la 
igualdad de hecho de las personas con discapacidad”. 
- El derecho a la protección de la integridad personal del artículo 17: “Toda 
persona con discapacidad tiene derecho a que se respete su integridad física 
y mental en igualdad de condiciones con las demás.” 
- El derecho al trabajo y al empleo del artículo 27: “1. […]trabajar, en 
igualdad de condiciones con las demás; ello incluye el derecho a tener la 
oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente elegido o 
aceptado en un mercado y un entorno laborales abiertos, inclusivos y 
accesibles a las personas con discapacidad. […]el ejercicio del derecho al 
                                               
30  Véase QUEL LÓPEZ, F.J., et al., “Los derechos de las personas con discapacidad”, Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, 2012, p.480. 
Véase PÉREZ BUENO, L.C; PELÁEZ NARVÁEZ, A, La aplicación de la convención internacional 
sobre los derechos de las personas con discapacidad…, loc. cit., 2017, p.17. 
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trabajo, incluso para las personas que adquieran una discapacidad durante 
el empleo, adoptando medidas pertinentes31, incluida la promulgación de 
legislación […]. 2. Los Estados Partes asegurarán que las personas con 
discapacidad no sean sometidas a esclavitud ni servidumbre y que estén 
protegidas, en igualdad de condiciones con las demás, contra el trabajo 
forzoso u obligatorio.” 
En segundo lugar, hay que hacer referencia al bloque de derechos específicos de las 
personas con discapacidad que se presentan en la Convención, entre los cuales cabe 
resaltar el de habilitación y rehabilitación del artículo 26 con el fin de garantizar la 
máxima independencia, capacidad y participación en los diferentes ámbitos de la vida 
de estas personas. 
Por último, el tercer grupo de derechos hace referencia a la protección específica de 
los colectivos más vulnerables. En concreto, el artículo 6 se refiere a las mujeres con 
discapacidad y al papel de los Estados partes para adoptar las medidas necesarias para 
que disfruten de manera plena y en igualdad de condiciones de todos los derechos y 
libertades fundamentales. Por su parte, el artículo 7 se refiere a los niños y niñas con 
discapacidad en el cual también se establece el papel garantizador de los Estados partes 
para que disfruten plenamente de todos los derechos y libertades fundamentales, además 
de tener en consideración la protección del interés superior de este colectivo. 
Para finalizar este punto del trabajo, en relación con el artículo 34 al que en una 
ocasión anterior me he referido y que hablaba de la supervisión y aplicación del 
Tratado, quisiera destacar y resumir las ideas clave del análisis llevado a cabo por el 
Comité acerca del informe inicial presentado por la UE el 5 de junio de 2014 como 
                                               
31 Entre las medidas que se deben adoptar para permitir el ejercicio del derecho al trabajo se encuentran: 
a) Prohibir la discriminación por motivos de discapacidad con respecto a todas las cuestiones relativas a 
cualquier forma de empleo, incluidas las condiciones de selección, contratación y empleo, la continuidad 
en el empleo, la promoción profesional y unas condiciones de trabajo seguras y saludables; b) Proteger 
los derechos de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, a condiciones 
de trabajo justas y favorables, y en particular a igualdad de oportunidades y de remuneración por trabajo 
de igual valor, a condiciones de trabajo seguras y saludables, incluida la protección contra el acoso, y a la 
reparación por agravios sufridos; c) Asegurar que las personas con discapacidad puedan ejercer sus 
derechos laborales y sindicales, en igualdad de condiciones con las demás; […] e) Alentar las 
oportunidades de empleo y la promoción profesional de las personas con discapacidad en el mercado 
laboral, y apoyarlas para la búsqueda, obtención, mantenimiento del empleo y retorno al mismo […] g) 
Emplear a personas con discapacidad en el sector público; h) Promover el empleo de personas con 
discapacidad en el sector privado mediante políticas y medidas pertinentes, que pueden incluir programas 
de acción afirmativa, incentivos y otras medidas; i) Velar por que se realicen ajustes razonables para las 
personas con discapacidad en el lugar de trabajo; j) Promover la adquisición por las personas con 
discapacidad de experiencia laboral en el mercado de trabajo abierto; k) Promover programas de 
rehabilitación vocacional y profesional, mantenimiento del empleo y reincorporación al trabajo dirigidos 
a personas con discapacidad. 
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organización regional de integración (se adhirió el 22 de enero de 2011) y como 
Administración, el cual habla de los problemas y de las buenas prácticas de la UE a la 
hora de cumplir con lo establecido en la Convención. Entre las buenas prácticas que 
destaca el Comité se encuentra el de la lucha contra la discriminación en materia 
laboral, aunque la discriminación más allá del empleo continúa siendo un problema que 
hay que solventar. Por ello, el Comité recomienda una serie de acciones por parte de la 
UE como la obligación de realizar “ajustes razonables” con carácter general, que todos 
los materiales institucionales en materia de discapacidad sean accesibles y aprobar 
normativa sobre accesibilidad ajustada a la Convención.  
Es a través de este análisis como se puede entender la situación actual de los 
derechos de las personas con discapacidad en la UE, quedando aún camino por recorrer 
para satisfacer plenamente los derechos y libertades de estas personas en todos los 





4. EVOLUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA DEL TJUE RESPECTO A LA 
DISCAPACIDAD: LA DÉCADA 2006-2016 
4.1. Visión restrictiva de la Directiva 2000/78/CE: el asunto Chacón Navas 
(2006) 
La importancia de la sentencia de 11 de julio de 2006 TJCE acerca del caso Chacón 
Navas estriba en el desarrollo de la doctrina judicial a partir de la Directiva 2000/78/CE 
ya que fue la primera sentencia que se manifestó sobre la discriminación por 
discapacidad. Dicha sentencia establece los contornos del concepto de discapacidad al 
igual que el ámbito de aplicación de la Directiva respecto a la discapacidad como causa 
de discriminación. 
El supuesto de hecho de esta sentencia se basa en el litigio entre la trabajadora 
Chacón Navas y la empresa Eurest Colectividades, S.A. Esta trabajadora solicitó una 
baja por enfermedad y que según los médicos le impediría reanudar su actividad en el 
corto plazo. Desde octubre de 2003, estuvo de baja por enfermedad percibiendo por ello 
un subsidio por incapacidad temporal. A raíz de ello, en mayo de 2004 Eurest 
prescindió de su trabajo despidiéndola y notificándole por escrito, sin justificar la causa 
de su despido, reconociendo la empresa que éste era improcedente y ofertándole por ello 
la correspondiente indemnización. La trabajadora, al no estar de acuerdo con su 
despido, interpuso un recurso judicial en junio de 2004 para que se le readmitiese, 
alegando su nulidad porque violaba la prohibición de desigualdad de trato y de 
discriminación, puesto que desde hacía ocho meses estaba de baja por enfermedad y se 
hallaba en una situación de incapacidad temporal. Así las cosas, el Juzgado de lo Social 
nº 33 de Madrid estimó que, al no haber causa por despido, éste se debió únicamente a 
la baja laboral por enfermedad. Lo cual, según la jurisprudencia imperante hasta 
entonces, llevaría a la calificación del despido como improcedente, no como nulo, al no 
estar la enfermedad entre las causas de discriminación prohibidas 32 . El órgano 
jurisdiccional entendió que el Derecho comunitario, en concreto la Directiva 2000/78, 
podría ofrecer protección a la señora Chacón Navas. Además, se preguntó si existía una 
relación causal entre “enfermedad” y “discapacidad” porque, según la OMS, la 
                                               
32 Como expone el considerando 24 de las conclusiones del Abogado General, la jurisprudencia española 
califica este tipo de despido de improcedente, y no de nulo. Así resulta de la sentencia del Tribunal 
Supremo de 29 de enero de 2001, que posteriormente ha sido asumida por todos los órganos 
jurisdiccionales superiores. Ello es debido a que el Derecho español no conoce ninguna disposición 
específica de que la condición personal de “enfermedad” resulte relevante a efectos de impedir frente a 
ella prácticas discriminatorias y de exigir el cumplimiento de la prohibición de discriminación en las 
relaciones entre particulares. 
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discapacidad era un concepto genérico que incluía las deficiencias y los factores que 
limitaban la actividad y la participación en la vida social. De tal modo que el juez 
observó que la enfermedad podía producir deficiencias que incapacitasen al individuo. 
Ante esta situación dudosa, el juez remitió las siguientes cuestiones prejudiciales al 
TJCE: 
1. “¿La Directiva 2000/78, en tanto que en su artículo 1 establece un marco general 
para luchar contra la discriminación por motivos de discapacidad, incluye dentro de su 
ámbito protector a una trabajadora que ha sido despedida de su empresa 
exclusivamente por razón de encontrarse enferma? 
2. Subsidiariamente y para el supuesto de que se considerara que las situaciones de 
enfermedad no encajan dentro del marco protector que la Directiva 2000/78 dispensa 
contra la discriminación por motivos de discapacidad y la primera pregunta fuera 
respondida negativamente: ¿se puede considerar a la enfermedad como una seña 
identitaria adicional frente a las que proscribe discriminación la Directiva2000/78?” 
Con tal de entender la respuesta a ambas cuestiones prejudiciales por parte del TJCE, 
en primer lugar, expondré las conclusiones del Abogado General Sr. L.A. Geelhoed, 
presentadas el 16 de marzo de 2006, y, por último, la postura del TJCE en relación a la 
argumentación del Abogado General para dar respuesta a las cuestiones planteadas. 
Entre las observaciones previas a la postura del Abogado General acerca de las 
cuestiones prejudiciales, cabe apreciar tres aspectos diferentes que he considerado 
relevantes. El primero de ellos hace referencia al artículo 13 TCE como única base 
jurídica de la prohibición general de discriminación por causa de discapacidad, a 
diferencia de los artículos 136 y 137 TCE que el juez remitente también sugería tener en 
cuenta como base jurídica. No obstante, a juicio del señor Geelhoed, los términos “sin 
perjuicio de las demás disposiciones del presente Tratado” muestran que el artículo 13 
TCE tiene carácter subsidiario, por lo que no se puede tener en cuenta otra disposición 
del Tratado como base jurídica para las acciones que deban tomarse con arreglo al 
artículo 13 TCE33.  
El segundo aspecto a tener en cuenta se basa en la interpretación restrictiva del 
artículo 13 TCE y de la Directiva 2000/78/CE. Por lo que se refiere al precepto 13 TCE, 
como he dicho anteriormente, éste tiene carácter subsidiario, su base jurídica sólo vale 
para la adopción de “acciones adecuadas”, la descripción de las causas por las que se 
                                               
33 Véase considerando 41 de las conclusiones del Abogado General Sr. L.A. Geelhoed.  
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prohíbe la discriminación es exhaustiva y para su aplicación es necesario que las 
acciones se encuentren dentro de las competencias atribuidas a la  Comunidad Europea, 
siendo la competencia en política social y de empleo compartida y complementaria de 
las políticas llevadas a cabo por los Estados miembros. Además, al igual que para la 
Directiva 2000/78/CE, teniendo en cuenta las consecuencias económicas y financieras 
que las prohibiciones de discriminación pueden tener en las relaciones horizontales y 
verticales de las personas, el legislador suele definir exactamente, en el ámbito nacional, 
el alcance de estas prohibiciones, al igual que las excepciones y limitaciones 
justificadas, así como las medidas que deban tomarse34. Una interpretación extensiva 
del artículo 13 TCE y de la Directiva 2000/78/CE para dar cumplimiento a este artículo 
supondría utilizar las prohibiciones de discriminación para solucionar, sin intervención 
de los autores del Tratado ni del legislador comunitario, las consideraciones hechas por 
los Estados miembros en el ejercicio de las competencias que comparten con la 
Comunidad 35. 
El tercer punto a tener en cuenta es el concepto de “discapacidad” como concepto de 
Derecho comunitario y su distinción respecto del concepto de “enfermedad”. En primer 
lugar, el Abogado General expresa que la indeterminación del concepto “discapacidad”, 
que lleva a múltiples interpretaciones en la práctica, el hecho de que aparezca en el 
artículo 13 TCE y que la prohibición de discriminación por esta causa se desarrolle en la 
Directiva 2000/78/CE obligan a dar una definición de Derecho comunitario a este 
concepto. Además, esta obligación resulta necesaria si se tiene en cuenta su continua 
evolución en distintos ámbitos sociales, considerando determinadas deficiencias físicas 
o psíquicas como discapacidad en un concreto contexto social y no en otro, dando lugar 
a distintas aplicaciones e interpretaciones de la prohibición de discriminación por 
discapacidad. En segundo lugar, respecto a la distinción entre los conceptos de 
“discapacidad” y “enfermedad”, un aspecto a tener en cuenta es la duración de la 
deficiencia física o psíquica, aunque en ocasiones existen enfermedades que de manera 
progresiva se desarrollan, limitando el actuar de las personas enfermas en los diferentes 
ámbitos de la vida, dificultando también su distinción de los discapacitados 
permanentes. Por todo ello, el Abogado General aboga por una definición de Derecho 
comunitario autónoma y uniforme del concepto de “discapacidad”. 
                                               
34 Véase considerando 50 de las conclusiones del Abogado General Sr. L.A. Geelhoed. 
35 Véase considerando 54 de las conclusiones del Abogado General Sr. L.A. Geelhoed. 
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Por lo tanto, teniendo en cuenta las observaciones preliminares expuestas 
anteriormente, respecto a la primera cuestión prejudicial acerca de si cabría incluirse a 
una trabajadora despedida exclusivamente por su enfermedad dentro del ámbito 
protector de la Directiva 2000/78/CE la respuesta es negativa, llegando a dos 
conclusiones para ello: 
- Para que la enfermedad se incluyera dentro del ámbito de la normativa 
mencionada debe tratarse de limitaciones (discapacidades), de larga duración 
o permanentes, que tengan su origen en un problema de salud o en una 
malformación fisiológica de la persona afectada. 
- Tan pronto y por el solo hecho de que exista una enfermedad, como causa de 
la limitación (discapacidad) funcional, en principio, debe diferenciarse de la 
limitación (discapacidad) duradera o permanente, no constituyendo la 
enfermedad indicio alguno para la prohibición de discriminación, en el 
sentido del artículo 13 TCE, en relación con la normativa de derecho 
derivado. 
Por consiguiente, como expresamente clarifica el considerando 80, “un despido por 
enfermedad sólo puede constituir un acto discriminatorio por motivo de discapacidad, 
prohibido por la Directiva 2000/78, si la persona afectada puede demostrar que el 
despido no está motivado por la propia enfermedad, sino por las limitaciones 
duraderas o permanentes derivadas de la misma.”. No obstante, a pesar de poder 
incluirse un despido por enfermedad dentro del ámbito de aplicación de dicha Directiva 
por lo que acabo de exponer, el despido puede estar justificado si la discapacidad 
dificulta seriamente el ejercicio de la profesión o de una actividad concreta36y, además, 
el empresario no dispone de los “medios adecuados”37 para minorar o equilibrar la 
discapacidad a la situación de que se trate por resultar ser una carga excesiva para él38. 
Respecto a la segunda cuestión prejudicial acerca de poder considerar a la 
enfermedad como una seña identitaria adicional frente a las que proscribe 
                                               
36 Véase artículo 4.1 Directiva 2000/78/CE 
37 El considerando 83 de las conclusiones del Abogado General dice lo siguiente: “El requisito de que 
tales medios sean razonables depende, en el fondo, de los costes involucrados para sufragar los medios 
que puedan resultar indicados, de la proporcionalidad de estos costes en la medida en que no sean 
reembolsados por las autoridades públicas, de la reducción o compensación de la discapacidad que tales 
medios permitan conseguir y de las posibilidades que se ofrezcan al discapacitado en cuestión de acceder 
a otras profesiones o actividades para las que su discapacidad no constituya ningún obstáculo o un 
obstáculo considerablemente menor”. 
38 Véase artículo 5 Directiva 2000/78/CE 
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discriminación la Directiva2000/78, en caso de obtener una respuesta negativa de la 
primera cuestión prejudicial, cabe decir por parte del Abogado General que la 
enfermedad no se considera como objeto autónomo de la prohibición de discriminación. 
Para terminar, teniendo en cuenta las consideraciones anteriores del Sr. L.A. 
Geelhoed, el 11 de julio de 2006 el TJUE dictó sentencia contestando a las cuestiones 
prejudiciales que el juez del Juzgado de lo Social nº33 de Madrid le remitió, declarando 
lo que sigue: 
“1. Una persona que haya sido despedida por su empresario exclusivamente a causa 
de una enfermedad no está incluida en el marco general establecido por la Directiva 
2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre de 2000, relativa al establecimiento de un 
marco general para la igualdad de trato en el empleo y la ocupación, para luchar 
contra la discriminación por motivos de discapacidad. 
2. La prohibición, en materia de despido, de la discriminación por motivos de 
discapacidad, recogida en los artículos 2, apartado 1, y 3, apartado 1, letra c), de la 
Directiva 2000/78, se opone a un despido por motivos de discapacidad que, habida 
cuenta de la obligación de realizar los ajustes razonables para las personas con 
discapacidad, no se justifique por el hecho de que la persona en cuestión no sea 
competente o no esté capacitada o disponible para desempeñar las tareas 
fundamentales del puesto de que se trate. 
3. La enfermedad en cuanto tal no puede considerarse un motivo que venga a 
añadirse a aquellos otros motivos en relación con los cuales la Directiva 2000/78 
prohíbe toda discriminación.” 
En definitiva, existe una correspondencia entre lo aportado por el Abogado General y 
la STJCE, siendo de destacar respecto de ésta última la importancia de la adopción de 
medidas de adaptación a las necesidades de las personas con discapacidad en el lugar de 
trabajo a la hora de combatir la discriminación por motivos de discapacidad ya que 
puede dar lugar a una excepción a la garantización de la prohibición de discriminación 
por este motivo; y que la inclusión de una situación concreta en el concepto de 
“discapacidad” requiere que sea de larga duración o permanente, de manera que por el 
hecho de que un trabajador padezca una enfermedad no significa que se encuentre 
protegido en relación a la Directiva 2000/78/CE, significando que el ámbito de 
aplicación de dicha Directiva no se amplía por analogía a otros motivos diferentes de los 
enunciados exhaustivamente en su artículo 1, pretendiendo diferenciar así que una 
enfermedad temporal, a diferencia de una discapacidad permanente, queda al margen de 
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la cobertura de protección. En este sentido, podría concluirse que la discapacidad en la 
sentencia Chacón Navas se valora en términos estrictamente médicos, sin tener en 
cuenta consideraciones de tipo social, aunque cabe afirmar que esta valoración no 
constituye el resultado final de la labor interpretativa del TJCE debido a la evolución 
jurisprudencial del Tribunal en sentencias posteriores39. 
4.2. Visión finalista de la discapacidad: el asunto Coleman/Attridge Law (2008) 
La importancia del caso resuelto por la STJCE de 17 de julio de 2008, Coleman, C-
303/06, se debe a la extensión de la protección por discriminación de la Directiva 
2000/78/CE a las personas que tienen un vínculo con las discapacitadas, esto es, a los 
sujetos pasivos de la discapacidad. Según el TJCE, esta Directiva no debe aplicarse 
únicamente a los propios discapacitados, sino que también protege a aquellas personas 
que, sin estar ellas mismas discapacitadas, sufren discriminación o acoso en el ámbito 
laboral por su relación o vínculo con las personas discapacitadas. Esta nueva forma de 
discriminación recibe el nombre de “discriminación por asociación” que, tras el fallo 
judicial del TJCE, existe en el Derecho comunitario por lo que se refiere a la 
discapacidad.40 
El supuesto de hecho sobre el que versa la sentencia comunitaria es el siguiente: la 
señora Coleman, al reintegrarse después de su permiso por maternidad para cuidar de su 
hijo discapacitado, sufrió la oposición de la empresa para reincorporarse, sin que dicha 
situación se hubiese producido anteriormente respecto del resto de padres que 
retornasen a su puesto de trabajo después de un permiso de paternidad. Además, la 
empresa se negó a concederle la misma flexibilidad horaria y las mismas condiciones 
laborales que al resto de progenitores con hijos no discapacitados, al igual que recibió 
amenazas de despido por su impuntualidad como causa de problemas derivados del 
cuidado del hijo y comentarios insultantes hacia su hijo y hacia ella. A raíz de ello, el 30 
de agosto de 2005 presentó una demanda ante el Employment Tribunal, London South 
en la que explicaba haber sido víctima de despido y acoso discriminatorio por motivo de 
discapacidad. Por tanto, teniendo en cuenta que según la legislación británica sólo podía 
ser sujeto de discriminación la misma persona discapacitada y no la persona bajo cuyo 
cuidado estuviese, el órgano jurisdiccional competente paralizó el procedimiento y 
                                               
39 Véase CABEZA PEREIRO, J, “La discriminación por discapacidad; el caso Chacón Navas”, Revista 
del Ministerio de Empleo y Seguridad Social. Derecho social Internacional y Comunitario, 2013, p.304. 
40 Véase MUNÓZ RUÍZ, A.B, “El caso Coleman: un paso más en la construcción del modelo social de 
discapacidad de la Unión Europea y su extensión a los cuidadores”, Temas laborales: Revista andaluza 
de trabajo y bienestar social, 2009.  
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remitió al TJCE una serie de cuestiones prejudiciales que el Abogado General resumió 
en una cuestión general: “¿Protege la Directiva 2000/78/CE a las personas no 
discapacitadas que, en el marco de su empleo, sufren discriminación directa o acoso 
por estar vinculadas a una persona con discapacidad?”. 
En este caso, tanto el Abogado General como el TJCE estimaron que se trataba de un 
supuesto protegido por el Derecho comunitario, en particular, por la Directiva 
2000/78/CE, aunque la argumentación de cada uno es diferente. 
Respecto a las conclusiones formuladas por el Abogado General el 31 de enero de 
2008, en primer lugar, expone que la base jurídica sobre la que se aprobó la Directiva 
2000/78/CE fue el artículo 13 TCE41, por lo que dicha Directiva debía ser interpretada 
en el sentido de garantizar la prohibición de discriminación según los motivos expuestos 
en el artículo, entre los que se encuentra la discapacidad. Además, recalca que el 
artículo 1 de la Directiva tiene como objetivo “establecer un marco general para 
combatir la discriminación por motivos de religión o convicciones, de discapacidad, de 
edad o de orientación sexual en el ámbito del empleo y la ocupación, con el fin de que 
en los Estados miembros se aplique el principio de igualdad de trato”. En relación con 
el artículo 13 TCE y la Directiva, ambas tienen como finalidad proteger la dignidad y la 
autonomía de las personas con tal de que no sufran discriminación por cualquiera de los 
motivos expuestos, considerándose también como un menoscabo a ambos valores 
inherentes a la condición humana el actuar directamente, no contra las personas 
discapacitadas, sino contra terceras personas vinculadas a ellas, considerando el 
Abogado General estas formas de discriminación como “más sutiles y menos evidentes” 
que discriminar directamente a una persona por tener una característica particular. Por 
ello, teniendo una concepción firme de la igualdad como principio fundamental del 
Derecho comunitario, la normativa que prohíbe la discriminación debe aplicarse 
igualmente a esas otras formas de discriminar ya que también afectan a las personas 
discapacitadas. Otra de las conclusiones a remarcar es la advertencia de que en los casos 
en que sea otra persona la que sufre la discriminación, ésta se convierte en el medio a 
través del cual se vulnera la dignidad de la persona con discapacidad. Y, por último, el 
considerando 23 resume de manera clara la postura del Abogado General afirmándose 
                                               
41 Dicho artículo dice lo siguiente: “Sin perjuicio de las demás disposiciones del presente Tratado y 
dentro de los límites de las competencias atribuidas a la Comunidad por el mismo, el Consejo, por 
unanimidad, a propuesta de la Comisión y previa consulta al Parlamento Europeo, podrá adoptar 
acciones adecuadas para luchar contra la discriminación por motivos de sexo, de origen racial o étnico, 
religión o convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual.” 
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lo siguiente: “si un individuo es objeto de discriminación a causa de alguna de las 
características enumeradas en el artículo 1, podrá invocar personalmente la protección 
de la Directiva, aunque no sea él mismo quien tiene una de esas características. Para 
que una persona sea víctima de discriminación no es necesario que haya recibido un 
mal trato a causa de “su discapacidad”: basta con que lo haya recibido a causa de la 
“discapacidad”. En definitiva, “lo relevante es que la discapacidad de que se trate -en 
este caso la discapacidad del hijo de la señora Coleman- haya sido utilizada como 
razón para tratar peor a una persona.”.  
Respecto al TJCE, su argumentación se basa en una concepción amplia del ámbito 
subjetivo de garantización de la igualdad de trato y la prohibición de discriminación de 
la Directiva 2000/78/CE, en el marco del empleo y el trabajo, en consideración a los 
artículos 1, 2 y 3 de dicha Directiva, afirmando que la protección no sólo comprende a 
la persona efectivamente discapacitada sino que también puede afectar a otras personas 
que forman parte de su entorno ya que el objetivo de la normativa es combatir todas las 
formas de discriminación que tengan que ver con la discapacidad, teniendo en 
consideración, por tanto, los motivos y no las personas determinadas a las que se aplica 
el artículo 1 de la Directiva. No obstante, la Directiva también contiene artículos 
destinados específicamente a las personas con discapacidad, pero se trata de un 
articulado en el que se pretende garantizar y facilitar su inserción en el mundo laboral, 
por lo que sólo pueden resultar aplicables a dichas personas, así como las obligaciones 
que frente a ellas tienen tanto los empresarios como los Estados miembros42. Por ello, 
aunque haya disposiciones que se refieran concretamente a las necesidades de las 
personas con discapacidad, ello no permite afirmar que el principio de igualdad de trato 
deba interpretarse restrictivamente, prohibiendo las discriminaciones por discapacidad 
que afecten únicamente a las personas con discapacidad. 
Finalmente, teniendo en consideración el análisis del apartado anterior del trabajo 
referente al asunto Chacón Navas en el cual el TJCE adoptó una visión restrictiva del 
concepto de discapacidad, el Tribunal reconoce en el presente asunto tal postura para 
evitar contradicciones jurisprudenciales. Por ello, manifiesta y explica su postura 
respecto a ello en el considerando 46: “En efecto, aunque en el apartado 56 de la 
sentencia Chacón Navas, antes citada, el Tribunal de Justicia precisó que, a la vista del 
tenor literal del artículo 13 TCE, el ámbito de aplicación de la Directiva 2000/78 no 
                                               
42 Véase artículos 5 (ajustes razonables) y 7 de la Directiva 2000/78/CE. 
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puede ampliarse a otros tipos de discriminación además de las basadas en los motivos 
enumerados con carácter exhaustivo en el artículo 1 de la propia Directiva –de manera 
que un trabajador que haya sido despedido por su empresario a causa exclusivamente 
de enfermedad no está comprendido en el marco general establecido por la Directiva 
2000/78–, este Tribunal, sin embargo, no declaró que el principio de igualdad de trato 
y el alcance ratione personae de dicha Directiva deban interpretarse de manera 
restrictiva en lo que atañe a los motivos de que se trata.”. Esta clarificación del TJCE 
muestra que, frente a la legislación restrictiva británica según la cual sólo podía ser 
sujeto de discriminación la persona discapacitada, ampara una visión amplia del ámbito 
subjetivo protegido por la Directiva 2000/78/CE al proteger también a los empleados 
con hijos discapacitados a su cuidado que, por razón de la discapacidad de sus hijos, 
sufran discriminación en el ámbito laboral. 
En consideración con todo lo anterior, las respuestas a las cuestiones prejudiciales 
del órgano remitente por parte del TJCE son las siguientes: 
“1. La Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre de 2000, relativa al 
establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en el empleo y la 
ocupación, y, en particular, sus artículos 1 y 2, apartados 1 y 2, letra a), deben 
interpretarse en el sentido de que la prohibición de discriminación directa que 
establecen no se circunscribe exclusivamente a aquellas personas que sean ellas 
mismas discapacitadas. Cuando un empresario trate a un trabajador que no sea él 
mismo una persona con discapacidad de manera menos favorable a como trata, ha 
tratado o podría tratar a otro trabajador en una situación análoga y se acredite que el 
trato desfavorable del que es víctima dicho trabajador está motivado por la 
discapacidad que padece un hijo suyo, a quien el trabajador prodiga la mayor parte de 
los cuidados que su estado requiere, tal trato resulta contrario a la prohibición de 
discriminación directa enunciada en el citado artículo 2, apartado 2, letra a). 
2. La Directiva 2000/78 y, en particular, sus artículos 1 y 2, apartados 1 y 3, deben 
interpretarse en el sentido de que la prohibición de acoso que establecen no se 
circunscribe exclusivamente a aquellas personas que sean ellas mismas discapacitadas. 
Cuando se demuestre que el comportamiento no deseado constitutivo del acoso del que 
es víctima un trabajador que no sea él mismo una persona con discapacidad está 
relacionado con la discapacidad de un hijo suyo, al que el trabajador prodiga la mayor 
parte de los cuidados que su estado requiere, tal comportamiento resulta contrario a la 
prohibición del acoso establecida en el citado artículo 2, apartado 3.” 
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Como conclusión final al asunto Coleman, se aprecia una evolución jurisprudencial 
del concepto de discapacidad desde un enfoque médico o asistencial, visto en el caso 
Chacón Navas, en el que la discapacidad es vista como un problema personal del 
individuo debido únicamente a sus limitaciones y en el que las medidas para garantizar 
la igualdad de trato y no discriminación se dirigen únicamente a las personas con 
discapacidad para ayudarlas a insertarse en la sociedad, a un enfoque social en el cual se 
tienen en cuenta también factores externos a las personas discapacitadas con tal de 
eliminar las barreras sociales que condicionan la plena integración de todos los 
miembros vinculados entre sí en la sociedad. Por ello, la STCE de 17 de julio de 2008, 
Coleman/Attridge Law, Steve Law, C‑303/06 supone la consolidación del modelo social 
de discapacidad y su traslación a los Estados miembros.43 
4.3. Visión expansiva de la discapacidad como causa de discriminación 
4.3.1. El asunto FOA/KL (2014) 
La importancia de la sentencia de 18 de diciembre de 2014, FOA/KL, C-354/13, 
dictada por el TJUE, se basa en el establecimiento, por primera vez, que la obesidad 
puede considerarse una discapacidad a efectos de la Directiva 2000/78/CE que establece 
un marco general para garantizar el respeto del principio de igualdad de trato en el 
ámbito laboral. Por lo tanto, a partir de esta sentencia los trabajadores que presenten una 
cierta obesidad y vean vulnerados sus derechos como consecuencia de ello pueden 
invocar su protección contra la discriminación por discapacidad prevista en la 
legislación comunitaria. 
La sentencia del TJUE se refiere al caso de un empleado público, llamado Kaltoft y 
representado por Fag og Arbejde (FOA), contra la Administración danesa, representada 
por Kommunernes Landsforening (KL). La Administración danesa contrató al señor 
Kaltoft como cuidador infantil, en un primer momento con un contrato de duración 
definida y, posteriormente de manera indefinida durante quince años. Las partes del 
litigio admiten que el empleado estaba “obeso” desde el inicio de su contratación, 
habiendo intentado perder peso también con el apoyo económico, desde enero de 2008 
hasta enero de 2009, de su empleador público en el marco de su política de salud para el 
desarrollo del empleo público. No obstante, el cuidador infantil recuperó el peso 
perdido, sin tener éxito su intento por adelgazar. En marzo de 2010 el señor Kaltoft se 
                                               
43 Véase MUNÓZ RUÍZ, A.B, “El caso Coleman: un paso más en la construcción del modelo social…” 
loc. cit., pp.304-307. 
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reincorporó a su trabajo tras un permiso de un año por motivos familiares y, habida 
cuenta del descenso de niños a cuidar, la Administración danesa consideró despedir a 
este trabajador y no a otro. Iniciada la instrucción de un expediente contradictorio 
obligatorio, el trabajador requirió conocer el motivo de su despido sin obtener respuesta 
a ello, y en noviembre de 2010 se le notificó a través de una carta de despido que el 
único motivo de su destitución fue el factor organizativo y como única causa el 
descenso de carga de trabajo, pasando de cuatro a tres los niños a cargo del cuidador. A 
raíz de ello, FOA interpuso un recurso ante el tribunal de Kolding en el que sostenía 
que, con su despido, el señor Kaltoft había sido víctima de discriminación por motivo 
de obesidad, dando lugar a plantear diversas cuestiones prejudiciales por parte del 
órgano jurisdiccional danés competente al TJUE. 
A través de la primera cuestión prejudicial y en relación con las dos siguientes, el 
tribunal remitente pregunta si debe interpretarse que el DUE establece un principio 
general de no discriminación por razón de la obesidad en el ámbito laboral considerando 
a ésta como un motivo autónomo de discriminación. Según las conclusiones del 
Abogado General presentadas el 17 de julio de 2014, éste concluye negativamente a tal 
cuestión. Éste indica que la obesidad no se menciona como motivo prohibido de 
discriminación en ninguno de los preceptos que abordan la cuestión de la discapacidad, 
es decir, el artículo 10 y 19 TFUE y el artículo 21 y 26 CDFUE. No obstante, precisa 
que el artículo 21 CDFUE es abierto en la medida en que prohíbe “toda discriminación 
y en particular la ejercida por razón de […]” aunque ello no impide tener en cuenta las 
declaraciones del TJUE en las que el artículo 6.1 TUE impide que puedan invocarse las 
disposiciones de la Carta para ampliar “en modo alguno las competencias de la Unión 
tal como se definen en los Tratados”, y de forma similar se interpreta el artículo 51 de 
la Carta44. En la misma línea, el TJUE declara de manera concreta que el artículo 19 
TFUE contiene una regulación de las competencias de la UE y que como no contempla 
la discriminación por motivo de obesidad, ésta no puede fundamentarse para garantizar 
la igualdad de trato. Además, con tal de reafirmar su jurisprudencia respecto a la 
Directiva 2000/78/CE, establece que no procede ampliar su ámbito de aplicación por 
analogía a otros tipos de discriminación de los enumerados con carácter exhaustivo en 
el artículo 1 de dicho instrumento de derecho derivado45. Por lo tanto, teniendo en 
                                               
44 Véase Sentencia 26 de febrero de 2013 Akerberg/Fransson, C-617/10, considerando 23. 
45 Véase Sentencia de 11 de julio de 2006, Chacón Navas/Eurest, C-13/05, considerando 56 y Sentencia 
de 17 de julio de 2008, Coleman/ Attridge Law, Steve Law, C-303/06, considerando 46. 
36 
 
cuenta lo anterior, el TJUE declaró expresamente respecto a la primera cuestión 
prejudicial lo siguiente: “Debe interpretarse que el Derecho de la Unión no consagra, 
como tal, un principio general de no discriminación por razón de obesidad en el ámbito 
del empleo y la ocupación”. 
En la cuarta cuestión prejudicial se pregunta si la Directiva 2000/78/CE debe 
interpretarse en el sentido de que, a efectos de ella, la obesidad de un trabajador puede 
considerarse como “discapacidad” y, en caso de respuesta afirmativa, qué criterios 
resultan determinantes para que la obesidad implique la protección de la persona de la 
discriminación por motivo de discapacidad. Según el Abogado General y el TJUE, 
teniendo en cuenta que en 2011 la UE ratificó la CNUDPD y cuyo considerando e) 
establece que “la discapacidad es un concepto que evoluciona y que resulta de la 
interacción entre las personas con deficiencias y las barreras debidas a la actitud y al 
entorno que evitan su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de 
condiciones con los demás”, el hecho de que el concepto de “discapacidad” no esté 
definido en la Directiva 2000/78/CE ni esté remitido al Derecho de los Estados 
miembros hace que deba ser interpretado de conformidad con la Convención dando 
lugar a la siguiente definición del concepto de discapacidad a efectos de la Directiva: 
“limitación, derivada en particular de dolencias físicas, mentales o psíquicas, a largo 
plazo, que, al interactuar con diversas barreras, pueda impedir su participación plena y 
efectiva de la persona que se trate en la vida profesional en igualdad de condiciones 
con los demás trabajadores”. Además, siendo el objetivo de la Directiva mencionada 
permitir a las personas con discapacidad acceder al empleo o tomar parte en el mismo, 
la discapacidad debe abarcar tanto la imposibilidad de ejercer una actividad profesional 
como una dificultad para ejercer la actividad de que se trate por lo que, según la 
argumentación del Abogado General, no es preciso que al empleado público le sea 
imposible llevar a cabo su actividad profesional para que pueda invocar la protección 
contra la discriminación por discapacidad de la Directiva 2000/78/CE, bastando para 
ello que la discapacidad responda a las características mencionadas antes46. También, en 
relación a considerar la obesidad una discapacidad y teniendo en cuenta que la 
Organización Mundial del Comercio (OMC) clasifica la obesidad en tres clases según el 
índice de masa corporal, esta circunstancia que hace que la obesidad sea considerada 
como una enfermedad no es suficiente por sí misma para que sea una discapacidad a los 
                                               
46 Véase Conclusiones del Abogado General, asunto C-354/13, considerando 47. 
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efectos de la Directiva 2000/78/CE ya que las enfermedades como tales no están 
comprendidas en el ámbito de aplicación de este instrumento normativo, como se 
establece en la sentencia acerca del asunto Chacón Navas. En cambio, como argumenta 
el TJUE y según se prevé en la Convención, si en determinadas circunstancias la 
obesidad del trabajador tuviera como consecuencia una “limitación, derivada en 
particular de dolencias físicas, mentales o psíquicas que, al interactuar con diversas 
barreras, pudiera impedir la participación plena y efectiva de dicha persona en la vida 
profesional en igualdad de condiciones con los demás trabajadores, siendo la 
limitación de larga duración, la obesidad podría incluirse en el concepto de 
discapacidad a efectos de la Directiva 2000/78/CE”, siendo la contestación a la cuarta 
cuestión prejudicial, y correspondiendo al tribunal remitente comprobar si en el asunto 
principal concurren esos requisitos para considerar a la obesidad como discapacidad.  
En definitiva, según la sentencia del asunto FOA/KL, el hecho de que en el DUE no 
haya un principio general de no discriminación por razón de obesidad en el ámbito del 
empleo y la ocupación no significa que la obesidad no pueda ser considerada como una 
discapacidad a los efectos de la Directiva 2000/78/CE ya que, teniendo en cuenta que 
según la Convención la discapacidad es un concepto que evoluciona, si la obesidad 
presenta los requisitos que he comentado anteriormente, ésta puede ser considerada 
como discapacidad, no suponiendo esta consideración una ampliación de los motivos 
taxativamente enumerados en el artículo 1 de la Directiva. Todo ello afirma de nuevo, 
como he mencionado en anteriores epígrafes, que tanto la jurisprudencia del TJUE 
como la normativa de la UE, siguiendo el enfoque de la Convención, han adoptado un 
modelo social de discapacidad y no médico.  
4.3.2. El asunto Mohamed Daouidi (2016) 
La Sentencia del TJUE de 1 de diciembre de 2016 acerca del caso Daouidi, debido a 
la resolución de una cuestión prejudicial planteada por el Juzgado de lo Social nº 33 de 
Barcelona sobre la nulidad de un despido disciplinario de un trabajador que se 
encontraba en una situación de incapacidad temporal en el marco de la Directiva 
2000/78/CE, es de importancia puesto que es la primera vez que un órgano 
jurisdiccional español, en concordancia con lo dictado por el TJUE, declara nulo por 




El caso que motiva dicha sentencia del TJUE es el de un ayudante de cocina que, en 
un primer momento, el 17 de abril de 2014, celebra un contrato eventual a jornada 
parcial y, posteriormente, uno a jornada completa con una prórroga de nueve meses 
más, fijándose como fecha de cese contractual el 16 de abril de 2015. No obstante, el 3 
de octubre de 2014 el trabajador Daouidi sufrió un accidente laboral que le dislocó el 
codo izquierdo y que tuvo que ser enyesado, iniciando con ello un proceso para que se 
le reconociera la baja por incapacidad temporal. A las dos semanas del accidente laboral 
el Jefe de Cocina se interesó por el estado médico y por la previsión de duración de la 
situación de incapacidad temporal del señor Daouidi, a lo que éste manifestó que su 
reincorporación no podía ser inmediata. El 26 de noviembre de 2014, aún en situación 
de baja laboral, se le notificó por escrito su despido disciplinario, alegándose como 
motivo el no alcanzar las expectativas establecidas por la empresa ni el rendimiento que 
ésta consideraba adecuado para el desempeño de sus tareas en su puesto de trabajo. Por 
ello, el 23 de diciembre de 2014, el señor Daouidi interpuso demanda ante el Juzgado de 
lo Social nº 33 de Barcelona con tal de que se declarara la nulidad de su despido según 
el artículo 108, apartado 2, de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la 
jurisdicción social47. En estas circunstancias, el órgano jurisdiccional se pregunta si 
existe una discriminación por “discapacidad” en virtud de la Directiva 2000/78/CE: 
“¿Entraría en el concepto de “discriminación directa por discapacidad” ―como 
motivo de discriminación contemplado en los artículos 1, 2 y 3 de la Directiva 
2000/78― la decisión empresarial de despedir a un trabajador, hasta aquel momento 
bien conceptuado profesionalmente, por el solo hecho de estar en situación de 
incapacidad temporal ―de duración incierta― por causa de un accidente laboral?”. 
Según las conclusiones del Abogado General, presentadas el 26 de mayo de 2016, y 
centrándose en la cuestión prejudicial expuesta anteriormente, expresa en primer lugar 
que, tras la ratificación por parte de la UE de la Convención, el TJUE ha adoptado una 
definición evolutiva y amplia del concepto de discapacidad, a efectos de la Directiva 
2000/78/CE, afirmando que “el concepto de “discapacidad” debe entenderse como 
referido a una limitación, derivada en particular de dolencias físicas, mentales o 
psíquicas, a largo plazo, que, al interactuar con diversas barreras, puede impedir la 
participación plena y efectiva de la persona de que se trate en la vida profesional en 
                                               
47 Dicho artículo, aparatado 2, expresa lo siguiente: “Será nulo el despido que tenga como móvil alguna 
de las causas de discriminación prevista en la Constitución y en la ley, o se produzca con violación de 
derechos fundamentales y libertades públicas del trabajador.” 
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igualdad de condiciones con los demás trabajadores” y que “debe entenderse en el 
sentido de que no sólo abarca la imposibilidad de ejercer una actividad profesional, 
sino también una dificultad para el ejercicio de ésta” 48 . Además, expresa que es 
indiferente la causa de discapacidad ya que la Directiva 2000/78/CE no sólo tiene como 
objetivo hacer realidad el principio de igualdad de trato respecto de discapacidades de 
nacimiento o debidas a accidentes, excluyéndose así las causadas por una enfermedad49. 
Por ello, si una enfermedad curable o incurable presenta los requisitos del concepto de 
“discapacidad” expuestos antes, tal enfermedad puede estar incluida en dicho concepto 
en el sentido de la Directiva 2000/78/CE, no estándolo una enfermedad que no suponga 
una limitación de esa índole ya que la enfermedad en cuanto tal no puede considerarse 
un motivo similar a aquellos otros en relación con los cuales dicha Directiva prohíbe 
toda discriminación50. Por tanto, a partir de la concepción funcional del concepto de 
«discapacidad» que sostiene y que la causa de la misma es indiferente, el Abogado 
General entiende que “una situación de incapacidad laboral derivada de una herida 
causada por un accidente laboral puede estar comprendida en el concepto de 
«discapacidad» en el sentido de la Directiva 2000/78 si cumple los requisitos 
contenidos en la definición adoptada por el Tribunal de Justicia”. Además, un aspecto 
importante que remarca el Abogado General es la comprobación de si concurren tales 
requisitos, así como el carácter duradero de la limitación, derivada de la herida en el 
codo del trabajador, por parte del juzgado remitente de la cuestión prejudicial. Y para 
llevar a cabo la comprobación del carácter duradero de la limitación el Abogado 
General marca algunas pautas como, por ejemplo, basarse en documentos y certificados 
médicos y no basarse en la apreciación subjetiva del empresario, según la cual el señor 
Daouidi se ausentó durante un período de tiempo prolongado para que se estimase la 
necesidad de prescindir de él, porque la discapacidad es un concepto objetivo y la 
apreciación subjetiva del empresario carece de pertinencia. También hay que tener en 
cuenta a la hora de establecer el carácter duradero de la limitación, que el hecho de que 
en un primer momento la incapacidad se calificara de “temporal”, no impide que pueda 
ser duradera sobre la base de las pruebas médicas que se practiquen. Además, según el 
juicio del Abogado General, la inclusión de una situación en el concepto de 
“discapacidad” en el sentido de la Directiva 2000/78/CE no debe depender de la 
                                               
48 Véase considerando 40 y 41 de las conclusiones del Abogado General Sr. Yves Bot en relación con la 
sentencia de 18 de diciembre de 2014, FOA, considerando 53 y 54.  
49 Véase considerando 42 de las conclusiones del Abogado General Sr. Yves Bot. 
50 Véase considerando 43 de las conclusiones del Abogado General Sr. Yves Bot. 
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calificación como “incapacidad temporal” según el Derecho nacional que se le aplique 
al demandante en el litigio de que se trate. En este sentido, el señor Yves Bot también 
señala que en el caso enjuiciado el trabajador se halla en situación de incapacidad 
temporal “de duración incierta”. Y, por último, el plazo que medie entre que se produce 
un accidente laboral y el despido no debe ser un criterio que determine el carácter 
duradero o no de la limitación que sufre el trabajador ya que tal limitación puede 
considerarse perfectamente duradera aun cuando el trabajador fuese despedido 
inmediatamente después del accidente laboral. En definitiva, teniendo en cuenta las 
consideraciones del señor Yves Bot, éste propone responder a las cuestiones 
prejudiciales por parte del TJUE del siguiente modo: “La Directiva 2000/78/CE del 
Consejo, de 27 de noviembre de 2000, relativa al establecimiento de un marco general 
para la igualdad de trato en el empleo y la ocupación, debe interpretarse en el sentido 
de que la situación en la que se halla un trabajador en situación de incapacidad 
temporal ―de duración incierta― por causa de un accidente laboral puede calificarse 
de “discapacidadˮ en el sentido de dicha Directiva cuando acarree una limitación 
derivada, en particular, de dolencias físicas duraderas, que, al interactuar con diversas 
barreras, pueda impedir la participación plena y efectiva de la persona de que se trate 
en la vida profesional en igualdad de condiciones con los demás trabajadores. 
Corresponderá al órgano jurisdiccional nacional comprobar si, en el asunto principal, 
concurren estos requisitos.” 
Por su parte, al igual que el Abogado General, el TJUE hace referencia a la 
ratificación por la UE de la Convención mediante la Decisión 2010/48, de modo que la 
misma pasa a formar parte integrante del ordenamiento jurídico de la UE desde su 
entrada en vigor y puede ser invocada para interpretar la Directiva 2000/78/CE, que en 
la medida de lo posible debe interpretarse de conformidad con la Convención. De ahí 
que, a través de la jurisprudencia del TJUE, se haya adoptado un concepto funcional de 
“discapacidad” en el que se tienen que cumplir una serie de requisitos, como 
anteriormente he expuesto cuando me he referido a las conclusiones del Abogado 
General. Por ello, asumiendo que la Directiva comprende las discapacidades debidas a 
accidentes porque la causa de discapacidad es indiferente, si un accidente acarrea una 
limitación, derivada en particular de dolencias físicas, mentales o psíquicas que, al 
interactuar con diversas barreras, puede impedir la participación plena y efectiva de la 
persona de que se trate en la vida profesional en igualdad de condiciones con los demás 
trabajadores y si esta limitación es de larga duración, puede estar incluido en el 
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concepto de “discapacidad” en el sentido de la Directiva 2000/78/CE51. No obstante, el 
principal inconveniente es que ni la Convención de la ONU ni la Directiva 2000/78/CE 
definen que debe entenderse por “a largo plazo” de las deficiencias, físicas, mentales, 
intelectuales o sensoriales ni que debe entenderse por limitación “duradera” de la 
capacidad de la persona con arreglo al concepto de “discapacidad” respectivamente. Al 
respecto, el TJUE entiende que a falta de tal remisión expresa al Derecho de los Estados 
miembros, el concepto de limitación “duradera” de la capacidad de la persona, con 
arreglo al concepto de “discapacidad” al que se refiere la Directiva 2000/78/CE, debe 
ser objeto de una interpretación autónoma y uniforme. En este sentido, tomando como 
referencia las pautas que marca el Abogado General para llevar a cabo la comprobación 
del carácter duradero de la limitación por el juzgado remitente de las cuestiones 
prejudiciales, el TJUE expresa que el hecho de que el interesado se halle en situación de 
incapacidad temporal, con arreglo al Derecho nacional, de duración incierta, a causa de 
un accidente laboral no significa, por sí solo, que la limitación de su capacidad pueda 
ser calificada de «duradera». Además, el carácter «duradero» de la limitación debe 
examinarse con respecto al estado de incapacidad del interesado en la fecha en la que se 
adopta contra él el acto presuntamente discriminatorio52. También habrá que tener en 
cuenta los elementos objetivos de que se disponga por parte del órgano jurisdiccional 
competente, como documentos y certificados relativos al estado de la persona. Por 
tanto, teniendo en cuenta lo expuesto por parte del TJUE, éste concluye lo siguiente en 
relación a la quinta cuestión prejudicial: 
“La Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre de 2000, relativa al 
establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en el empleo y la 
ocupación, debe interpretarse en el sentido de que: 
- “El hecho de que el interesado se halle en situación de incapacidad 
temporal, con arreglo al Derecho nacional, de duración incierta, a causa de 
un accidente laboral no significa, por sí solo, que la limitación de su 
capacidad pueda ser calificada de «duradera». 
- Entre los indicios que permiten considerar que tal limitación es «duradera» 
figuran, en particular, el que, en la fecha del hecho presuntamente 
discriminatorio, la incapacidad del interesado no presente una perspectiva 
                                               
51 Véase Sentencia de 1 de diciembre de 2016, Daouidi, C-395/15, considerando 45. 
52 Véase Sentencia de 1 de diciembre de 2016, Daouidi, C-395/15, considerando 53. 
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bien delimitada en cuanto a su finalización a corto plazo o el que dicha 
incapacidad pueda prolongarse significativamente antes del 
restablecimiento de dicha persona. 
- Al comprobar ese carácter «duradero», el juzgado remitente debe basarse 
en todos los elementos objetivos de que disponga, en particular, en 
documentos y certificados relativos al estado de dicha persona, redactados 
de acuerdo con los conocimientos y datos médicos y científicos actuales”. 
En definitiva, en el caso de que el juzgado remitente llegase a la conclusión de que la 
limitación de la capacidad del trabajador Daouidi es “duradera”, el trato discriminatorio 
por causa de discapacidad sólo choca con la protección que tiene como objetivo la 
Directiva 2000/78/CE si constituye una discriminación con arreglo al artículo 2, 
apartado 1, de dicha Directiva 53 . En este caso, el Juzgado de lo Social nº 33 de 
Barcelona concluye en su sentencia que el despido del trabajador accidentado, casi dos 
meses después del accidente y cuando seguía de baja médica, constituye una 
discriminación directa o indirecta porque su despido ha supuesto una "barrera" al 
impedir su recuperación, y con ella, la participación en igualdad de condiciones en la 
vida profesional. Por lo tanto, estableciendo la nulidad del despido, obliga a la empresa 
a readmitir al trabajador e indemnizarle con casi 9.000 euros. 
5. LA TUTELA DEL TRABAJADOR EN EL ORDENAMIENTO INTERNO 
ESPAÑOL 
La consideración de una enfermedad como causa de discriminación en el ámbito 
laboral español ha sido un asunto que ha planteado mucha polémica. Si bien es cierto 
que la extinción del contrato de trabajo que se basa solamente en la enfermedad del 
                                               
53 Véase Sentencia de 1 de diciembre de 2016, Daouidi, C-395/15, considerando 58.  
Recordar que el artículo 2, apartado 1 y 2, de la Directiva 2000/78/CE establece lo siguiente: “1. A 
efectos de la presente Directiva, se entenderá por principio de igualdad de trato la ausencia de toda 
discriminación directa o indirecta basada en cualquiera de los motivos mencionados en el artículo 1. 2. 
A efectos de lo dispuesto en el apartado 1: a) existirá discriminación directa cuando una persona sea, 
haya sido o pudiera ser tratada de manera menos favorable que otra en situación análoga por alguno de 
los motivos mencionados en el artículo 1; b) existirá discriminación indirecta cuando una disposición, 
criterio o práctica aparentemente neutros pueda ocasionar una desventaja particular a personas con una 
religión o convicción, con una discapacidad, de una edad, o con una orientación sexual determinadas, 
respecto de otras personas, salvo que: i) dicha disposición, criterio o práctica pueda justificarse 
objetivamente con una finalidad legítima y salvo que los medios para la consecución de esta finalidad 
sean adecuados y necesarios; o que ii) respecto de las personas con una discapacidad determinada, el 
empresario o cualquier persona u organización a la que se aplique lo dispuesto en la presente Directiva, 
esté obligado, en virtud de la legislación nacional, a adoptar medidas adecuadas de conformidad con los 
principios contemplados en el artículo 5 para eliminar las desventajas que supone esa disposición, ese 
criterio o esa práctica”. 
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trabajador es ilícita por cuanto no se halla entre las causas que recogen los artículos 51, 
52 y 54 del Estatuto de los Trabajadores (en adelante, ET) referentes a la extinción del 
contrato laboral por despido colectivo, por causas objetivas y por despido disciplinario 
del trabajador respectivamente, hay un gran debate acerca de la calificación del despido 
basado en la enfermedad del empleado como improcedente o como nulo. Esto es debido 
a las diferentes consecuencias que conlleva la declaración del despido de una u otra 
manera.  
Según los artículos 55 y 56 ET, el despido procedente se produce cuando quede 
acreditado el incumplimiento alegado por el empresario en su escrito de comunicación, 
siendo improcedente en caso contrario o cuando no se cumplan los requisitos formales; 
por el contrario, un despido será nulo cuando tenga por móvil alguna de las causas de 
discriminación prohibidas en la Constitución o en la Ley, o bien se produzca con 
violación de derechos fundamentales y libertades públicas del trabajador. Por ello si el 
despido es considerado improcedente, el empresario, en un plazo máximo de cinco días 
desde la notificación de la sentencia, podrá optar entre readmitir al trabajador o abonar 
una indemnización equivalente a treinta y tres días de salario por año de servicio, hasta 
un máximo de veinticuatro mensualidades, siendo la opción por la indemnización 
determinante de la extinción del contrato de trabajo, que se entenderá producida en el 
momento del cese efectivo en el trabajo. En cambio, si el despido es considerado nulo el 
empresario tendrá la obligación de readmitir inmediatamente al trabajador además de 
abonarle los salarios de tramitación. 
Teniendo en cuenta todo lo anterior, se han utilizado diversos argumentos para 
rechazar la declaración de nulidad del despido de los trabajadores enfermos, aunque la 
doctrina judicial comunitaria ha tenido un papel fundamental en este aspecto puesto 
que, teniendo en cuenta la jurisprudencia declarada por el TJUE el 1 de diciembre de 
2016, se ha declarado por primera vez nulo por discriminatorio un despido que tiene 
como causa la incapacidad temporal de un trabajador. 
De entre los argumentos para declarar la improcedencia del despido de un trabajador 
enfermo me centraré en el análisis del motivo que establece que la enfermedad y la 
discapacidad son conceptos diferentes a la hora de considerar a aquélla como una 
situación de discapacidad en relación al principio de igualdad de trato y no 
discriminación.  
En consideración a ello hay que tener en cuenta que, en la legislación laboral, 
previamente a la reforma de 2003, no había conflicto alguno al respecto, puesto que el 
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art. 4.2 c) ET establecía la nulidad del despido llevado a cabo durante la suspensión del 
contrato de trabajo, por lo que, en base a ello, un sector judicial declaró nulo el despido 
en situación de incapacidad temporal54. No obstante, con dicha reforma, esta causa 
desaparece, no contemplando como supuesto de nulidad el despido injustificado durante 
el período de incapacidad temporal y, además, el Tribunal Supremo (en adelante, TS) se 
manifestó en contra de esa línea durante años ya que, en la mayoría de sus 
pronunciamientos, ha considerado la improcedencia de los despidos por motivos de 
enfermedad basándose en que el artículo 108.2 de la Ley de la Jurisdicción Social (en 
adelante, LJS) enumera taxativamente los casos en los que el despido se considera nulo, 
sin mencionar el despido durante la suspensión del contrato por incapacidad temporal 
cuando el motivo real no coincide con la causa formal comunicada en la carta de 
despido55. 
Además, con la publicación de la Directiva 2000/78/CE, en la que se hace referencia 
a la discriminación directa e indirecta en su artículo 2, y con la modificación de los 
artículos 4.2 c) y 17 ET, que incluyeron la discriminación como factor discriminatorio, 
los órganos jurisdiccionales estaban a favor de considerar nulos los despidos por causa 
de enfermedad, generando con ello dudas interpretativas entre los juzgados y tribunales 
que tuvo como consecuencia plantear cuestiones prejudiciales al TJUE al respecto. Así, 
la doctrina judicial comunitaria estimó, poniendo como ejemplo el caso Chacón Navas, 
que el despido motivado por una enfermedad no estaba incluido en el ámbito de 
protección de la Directiva 2000/78/CE y que la prohibición de discriminación por 
discapacidad expuesta en dicha Directiva únicamente se opone a un despido por 
discapacidad si no se justifica que el trabajador no sea competente para llevar a cabo su 
actividad. Por otra parte, en la reciente sentencia del TJUE referida al caso Daouidi, el 
Tribunal considera que los accidentes laborales pueden incluirse en el concepto de 
“discapacidad” por lo que “si un accidente acarrea una limitación derivada en 
particular de dolencias físicas, mentales o psíquicas que, al interactuar con diversas 
barreras, puede impedir la participación plena y efectiva de la persona de que se trate 
                                               
54 El artículo 4.2 c) ET contenía el derecho a no ser “discriminados por razón de disminuciones físicas, 
psíquicas y sensoriales, siempre que se hallasen en condiciones de aptitud para desempeñar el trabajo o 
empleo de que se trate”. 
Tras la reforma, el artículo 4.2 c) ET establece que, en la relación de trabajo, los trabajadores tienen 
derecho “a no ser discriminados directa o indirectamente para el empleo, o una vez empleados, por 
razones de sexo, estado civil, edad dentro de los límites marcados por esta ley, origen racial o étnico, 
condición social, religión o convicciones, ideas políticas, orientación sexual, afiliación o no a un 
sindicato, así como por razón de lengua, dentro del Estado español.” 
55 Como ejemplo véase STS de 18 de diciembre de 2007, RJ 2008\800 (F. J. 3º). 
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en la vida profesional en igualdad de condiciones con los demás trabajadores y si esta 
limitación es de larga duración, puede estar incluso en el concepto de discapacidad en 
el sentido de la Directiva 2000/78.”, y que la comprobación del carácter duradero por 
parte del órgano jurisdiccional competente deberá basarse en elementos objetivos como 
documentos y certificados médicos referentes al estado de salud del trabajador. En este 
caso, el TS también diferencia entre enfermedad y discapacidad por lo que la 
enfermedad sólo será considerada como discapacidad cuando el factor enfermedad sea 
tenido en cuenta como un elemento de segregación basado en la mera existencia en sí 
misma considerada, no negando por ello que, en determinadas circunstancias la 
enfermedad pueda estar relacionada con la segregación, pero rechazando que la 
enfermedad en sí misma sea considerada discapacidad56. Además, en otra sentencia del 
TS57 se vuelve a diferenciar entre enfermedad y discapacidad, siendo la primera una 
situación de mera alteración de la salud, que puede afectar por un período de tiempo 
más o menos largo a la capacidad del trabajador, y siendo la segunda una situación 
permanente de minusvalía física, psíquica o sensorial que altera las condiciones vitales 
del trabajador, puntualizando que en la normativa española la discapacidad se reconoce 
socialmente con una declaración administrativa con validez indefinida. Así entiende que 
“las razones que justifican la tutela legal antidiscriminatoria de los discapacitados en 
el ámbito de las relaciones de trabajo no concurren en las personas afectadas por 
enfermedades o dolencias simples. Estos enfermos necesitan curarse lo mejor y a la 
mayor brevedad posible. Los discapacitados o aquejados de una minusvalía 
permanente, que constituyen por ello un grupo o colectivo de personas de composición 
estable, tienen en cambio, como miembros de tal grupo o colectividad, unos objetivos y 
unas necesidades particulares de integración laboral y social que no se dan en las 
restantes dolencias o enfermedades”. En esta línea del TS, un sector judicial entiende 
que los despidos deben declararse improcedentes ya que la enfermedad no puede 
equipararse a discapacidad porque ésta sólo es aplicable a una persona con un grado 
superior al 33% y aquélla no se incluye en la tutela de la prohibición de discriminación 
de los artículos 14 de la Constitución y 17 ET58. Contrariamente a esta línea, otro sector 
judicial entiende que se produce una discriminación que hace que el despido sea 
declarado nulo argumentando que el artículo 6.1 del Convenio 158 de la Organización 
                                               
56 POQUET CATALÁ, R, ¿Es válido el despido efectuado a un trabajador que padece alcoholismo?, 
Revista Internacional y Comparada de Relaciones Laborales y Derecho del Empleo, 2017, p.203. 
57 Véase STS de 3 de mayo de 2016, rec. Núm. 3348/2014 
58 Véase STSJ Cataluña, de 15 de diciembre de 2015, rec. núm. 3385/2015. 
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Internacional del Trabajo (en adelante, OIT) establece que “la ausencia temporal del 
trabajo por motivo de enfermedad o lesión no deberá constituir una causa justificada 
de terminación de la relación de trabajo” y en relación con lo que dice el Tribunal 
Constitucional (en adelante, TC) acerca de que “no cabe duda de que el estado de salud 
del trabajador o, más propiamente, su enfermedad, pueden, en determinadas 
circunstancias, constituir un factor de discriminación análogo a los expresamente 
contemplados en el art. 14 CE, encuadrable en la cláusula genérica de las otras 
circunstancias o condiciones personales o sociales contempladas en el mismo”, que 
sucederá “cuando el factor enfermedad sea tomado en consideración como un elemento 
de segregación basado en la mera existencia de la enfermedad en sí misma considerada 
o en la estigmatización como persona enferma de quien la padece, al margen de 
cualquier consideración que permita poner en relación dicha circunstancia con la 
aptitud del trabajador para desarrollar el contenido de la prestación laboral objeto del 
contrato”59. 
En definitiva, existe en el ordenamiento jurídico español diferentes argumentaciones 
a la hora de considerar un despido como nulo o improcedente como consecuencia de 
una enfermedad o accidente laboral. Por ello, a partir del importante pronunciamiento 
del TJUE el 1 de diciembre de 2016 acerca del caso Daouidi resolviendo una cuestión 
prejudicial planteada por el Juzgado de lo Social nº 33 de Barcelona sobre la nulidad de 
un despido disciplinario de un trabajador que se encontraba de baja por incapacidad 
temporal en el marco de la Directiva 2000/78/CE y que, en base a ello, el juzgado 
remitente declaró nulo el despido, habrá una tendencia que evolucionará positivamente 
en los Tribunales españoles de demandas solicitando la nulidad de un despedido durante 
la baja por incapacidad temporal ya que, anteriormente, el despido por enfermedad o 
por incapacidad temporal por un accidente de trabajo no tenía la consideración de nulo, 
entrándose a valorar ahora si la conducta del empresario respecto del trabajador es 
discriminatoria. 
  
                                               





A raíz de la consolidación del principio de igualdad de trato y no discriminación 
como una de las bases esenciales de la política comunitaria europea con la firma, en 
octubre de 1997, del TCE que establecía nuevas causas de discriminación, entre las que 
se encontraba la discapacidad, se reconoció la necesidad de combatir la discriminación 
por este motivo. Para ello, se desarrolló la Directiva 2000/78/CE en el ámbito del 
empleo y la ocupación. Además, la proclamación de la CDFUE en el año 2000 supuso 
dotar a la Comunidad europea de un catálogo de derechos y libertades fundamentales, 
que en el año 2009 pasó a tener carácter vinculante autónomo, lo que llevó al TJUE a 
realizar una aplicación directa de la Carta para garantizar la protección de dichos 
derechos y libertades en contra de la discriminación por motivos de discapacidad, entre 
otros, como se establece en el artículo 21 CDFUE. Y, teniendo en cuenta, la ratificación 
por parte de la UE de la Convención, que expresaba una evolución del concepto de 
“discapacidad”, la jurisprudencia del TJUE también supuso una evolución de dicho 
concepto ampliamente en comparación a la anterior doctrina que desarrollaba el 
Tribunal, pasando de un modelo médico a uno social del término “discapacidad”. 
Por último, haciendo referencia a la tutela del trabajador en el ámbito nacional 
español, al considerar la evolución del concepto de “discapacidad” por parte del TJUE, 
dio lugar a que se declarara el primer despido nulo en un contexto en el que hasta el 
momento la doctrina del TS al respecto era clara: las situaciones en las que el empleador 
aduce "falta de rentabilidad en el mantenimiento del puesto de trabajo" podían dar lugar 
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